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Editorial 
 

Carlos Leiva Villagrán 

 

 

La tercera ley de Newton enseña el 

principio de acción y reacción, tal que toda 

acción de una fuerza sobre un cuerpo genera  una 

reacción de igual magnitud, pero en sentido 

contrario, sobre el cuerpo que produjo la fuerza. 

Sin embargo, en la práctica, el hombre logra que  

los cuerpos se muevan conforme a la fuerza 

original, aprovechando la multitud de fuerzas que 

operan de hecho sobre los cuerpos.  La imagen de 

este principio es sugerente al revisar la forma en 

que a las múltiples oportunidades de avance y 

progreso para la libertad y la igualdad, se le 

oponen fuerzas que surgen, a veces 

inesperadamente, desde las pulsiones más 

primitivas de la humanidad, y tienden a anular las 

fuerzas  del cambio. 

 Hace 25 años, la superación del  modelo 

soviético en Europa hacía presumir  que para  los 

pueblos que salían del yugo totalitario sería 

posible una liberación con notables pasos 

adelante en autonomía y modernidad.   

La realidad, sin embargo, al cabo de un 

cuarto de siglo,  fue que en la mayor parte de 

dichos pueblos  renacerían añejas fuerzas 

nacionalistas y religiosas, que sólo estaban 

transitoriamente doblegadas por el aplastamiento 

totalitario, pero prestas a recuperar su vitalidad 

apenas dispusieran de un mínimo de oxígeno.   

Sorpresivamente además, esas atávicas 

fuerzas renacientes encontraron eco en los 

pueblos  tal que, en lugar de evolucionar como 

preveía en general el mundo occidental, pasaron  

del sometimiento totalitario al dominio de 

movimientos sostenidos en fundamentalismos 

diversos.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La antigua Yugoslavia primero, la 

evolución de Rusia después, el  despiste de la  

primavera árabe y más recientemente los 

fenómenos de Al Qaeda, ISIS y Boko Haram, 

entre otros, son manifestaciones de esta reacción 

conservadora mundial. 

En Chile, el  fenómeno de la reacción 

conservadora es de plena actualidad. La asunción 

de Michelle Bachelet en su segundo período 

significó el despliegue de una voluntad política 

decidida a atacar desde sus raíces el mal de la 

educación chilena, que descarrila desde hace 50 

años. Este hito lo marca el gobierno de Frei 

Montalva (1964-70) cuando abordó el problema 

del elitismo en la educación chilena y abrió las 

posibilidades de acceso a  la enseñanza a miles 

de jóvenes, pero no implementó adecuadamente 

la preservación de la calidad que había 

caracterizado a la educación pública.  

La evolución educacional desde entonces  

perseveró en resultados de mala calidad y acceso 

desigual, que se complementó y agravó con el 

escandaloso lucro a que condujeron sucesivos 

intentos de mejora  a través de un modelo 

privatizador y castigador de la enseñanza pública. 

El serio intento del gobierno de Bachelet, 

que ha comenzado por generar los recursos 

necesarios a través de una reforma tributaria y 

que tiene entre sus objetivos proveer una 

educación universal, gratuita y de calidad, con 

una educación pública laica y no discriminatoria, 

está, sin embargo,  pasando por duros momentos 

en su tramitación parlamentaria con grave riesgo 

de naufragar y disolverse en formalidades lejanas 

a su intención original.   
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Las fuerzas conservadoras, cuyos 

intereses por la educación se originaron en 

algunos casos  de manera muy reciente, 

asociados a las situaciones creadas por  la 

privatización de la educación que prácticamente 

ha terminado con la enseñanza pública, más otros 

de antigua data como la Iglesia Católica con un 

interés sempiterno por el adoctrinamiento de los 

jóvenes desde su primera infancia, se han unido 

para intentar vaciar de contenido  la propuesta 

gubernamental de reforma educacional.  

Por cierto que a ello han contribuido 

también los errores y contradicciones de manejo 

político de los impulsores del Gobierno, lo que 

en parte revela que también al interior de la 

coalición gobernante están presentes las fuerzas  

del conservadurismo. 

Ciertamente, y es necesario tenerlo en 

cuenta cuando se procura  implementar 

propuestas como las de reforma educacional, los 

ideales de libertad e igualdad enarbolados para 

diversos planos en el mundo político se enfrentan 

de modo generalizado con reacciones que nacen 

de la visceralidad y el atavismo presentes en  las 

sociedades, los  que son explotados por 

movimientos e  instituciones que profitan y 

medran de ello.   

De modo similar a la tercera ley de 

Newton en la mecánica,  parece cierto que a nivel 

social y político también tiene vigencia  el  

principio de acción y reacción, aunque con una 

diferencia inquietante: en muchos casos la fuerza 

de reacción es capaz, en la práctica, de anular la 

fuerza inicial, y no aparecen las fuerzas 

concomitantes que permiten que se haga efectivo 

el movimiento pretendido por la fuerza original. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Dos Incorporaciones relevantes 
 

      

Saludamos la integración a nuestro 

Comité Editorial de dos distinguidas 

exponentes del pensamiento laico chileno. 

Ethel Pliscoff, periodista de dilatado 

desempeñado en diversos medios nacionales 

e internacionales, investigadora y académica. 

Ha sido Directora de la Escuela de 

Periodismo de una Universidad chilena y 

dirigente metropolitana y nacional del 

Colegio de Periodistas de Chile, así como 

integrante del Tribunal de Ética y Disciplina 

de esa Orden. En el último tiempo se ha 

destacado como integrante del Centro 

Cultural Pitágoras, agrupación que promueve 

los valores y la reflexión laica. A partir de su 

actividad profesional y defensa y promoción 

de la libertad de información, ha realizado 

una destacada contribución a la libertad de 

conciencia y los derechos humanos. 

Alejandra Sandoval Aguilera, 

profesora de Química (Universidad de 

Chile), posee  Post Título en Administración 

Educacional y un Magister en Educación. 

Actualmente se desempeña como Directora 

de un establecimiento educacional. Activa 

participante de un Centro Femenino de la 

Asociación de Mujeres Laicas de Chile, 

ejerce actualmente como Directora  de la 

directiva de la Región Metropolitana de esa 

organización. En este cargo ha realizado una 

importante contribución a los debates sobre 

los derechos de la mujer. 
 

 
 

FRASES TEXTUALES 
 

“En todas las Clínicas cuicas de este país,  

muchas de las familias más conservadoras 

han hecho abortar a sus hijas”. 
 

“Las personas con más recursos no 

requieren de leyes, porque tienen los 

recursos” 
 

Helia Molina, Ministra de Salud 
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A partir de importantes cambios en las 

pautas culturales y de las estructuras sociales a 

nivel global -devenidos de los procesos de 

modernización alrededor del mundo-, la 

sexualidad se ha constituido en tema 

controversial desde el punto de vista político y de 

gran interés social. En diversos contextos se ha 

debatido en relación al tema en cómo se vive la 

sexualidad, los comportamientos sexuales y su 

relación con el desarrollo humano, con los 

diversos tipos de pareja y de familias, entre otros. 

Particularmente, a partir de la década de los 70, 

la disminución de la fecundidad se constituyó en 

un desafío para los países desarrollados, 

relevando el valor social asignado a la noción de 

los denominados “derechos sexuales y 

reproductivos”. 

Originalmente el concepto de derechos 

reproductivos, se asoció más con la salud de la 

mujer pues, justamente, su “autora” en la década 

de los 1970, buscaba legitimar el acceso a los 

métodos de regulación de la fecundidad como un 

derecho de salud integral y transversal para todas 

las mujeres estadounidenses. Durante la mitad de  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

la década de 1980 el concepto logra cierta 

legitimidad  social  y  política  en  el  marco de la 

Reunión Internacional sobre Mujeres y Salud en 

Ámsterdam (1984) organizada por la Red 

CARASA (Committee for Abortion Rights and 

Against Sterilization Abuse) y por una red 

europea de luchas por el derecho al aborto y a la 

contracepción (ahora, Red Mundial por los 

Derechos Reproductivos de las Mujeres) 

estableciéndose un primer consenso global de los 

derechos reproductivos entre las mujeres 

involucradas que abordan estos temas (Sonia 

Correa, 2003).  

No obstante, esta práctica discursiva sólo 

alcanzaría legitimidad luego del primer acuerdo 

internacional logrado en 1994 en El Cairo en 

torno a la adopción del Programa de Acción de la 

Conferencia Internacional sobre Población y 

Desarrollo realizada (CIPD), en donde se definió, 

“que todas las personas tienen derecho a 

alcanzar el más elevado nivel de salud sexual y 

reproductiva (SSR)”, particularizando una 

definición sobre derechos reproductivos como 

derechos de individuos y parejas de tener 

 

DERECHOS REPRODUCTIVOS EN LA MUJER:  

CON QUERER NO BASTA 
María Isabel Reyes Espejo    Verónica Medina Urrutia 

 

               

                 
 

 

“No cabe ninguna duda 

que es la mujer quien 

decide acerca de la 

autonomía de su cuerpo, 

es ella la que debe tener 

la capacidad de tomar 

decisiones acerca de su 

proyección en su vida” 
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decisiones libres de coerción respecto al número 

y  espaciamiento de  los hijos y de cómo tenerlos,  

lo que también incluye su derecho a adoptar 

decisiones relativas a la reproducción, sin sufrir 

discriminación, coacciones ni violencia, de 

conformidad con lo establecido en los 

documentos de derechos humanos.  

Siendo entonces un tema de preocupación 

mundial y de tanta transcendencia, es que como 

mujeres libre pensadoras nos ocuparemos de 

hacer algunas reflexiones sobre el tema. 

Si desde la CIPD del Cairo, 179 jefes de 

Estado han firmado y asumido un acuerdo en el 

que se otorgaba a las mujeres el derecho a estar 

informadas en materia de SSR y a tener acceso a 

métodos integrales de planificación familiar de su 

elección, ¿porqué entonces en muchas partes del 

mundo las mujeres todavía no pueden ejercer sus 

derechos sexuales y reproductivos y, lo que es 

más, deben sufrir las consecuencias de querer 

tener libertad y auto decisión frente a estos 

temas? 

El tema de los derechos sexuales y 

reproductivos está ligado con la salud 

reproductiva, con la sexualidad y no con la 

sexualidad solo para la procreación sino también 

con la sexualidad por el goce y el disfrute. De 

acuerdo al Programa de Acción CIPD (1994), la 

salud reproductiva entraña la capacidad de 

disfrutar de una vida sexual satisfactoria y sin 

riesgos y de procrear, y la libertad para decidir 

hacerlo o no hacerlo, cuando y con qué 

frecuencia. Lo anterior lleva implícito el derecho 

a obtener información relativa a la planificación 

familiar de su elección, así como al acceso a los 

métodos de regulación de la fecundidad que sean 

seguros, eficaces, asequibles y aceptables.  

En este documento la salud reproductiva 

es considerada un eje transversal que afecta y es 

afectada por el amplio contexto de la vida de las 

personas y, por ello, reconoce que el 

mejoramiento de la salud reproductiva requiere 

que se atiendan las inequidades en las sociedades, 

eliminando por ejemplo la discriminación basada 

en el género, promoviendo la equidad de género 

y permitiendo el empoderamiento de las mujeres 

y las jóvenes. En este contexto, la Declaración 

exhorta a los gobiernos para que provean a sus 

comunidades (adultas y jóvenes) del acceso a 

servicios e información sobre salud sexual y 

reproductiva (Claudia Ahumada & Shannon 

Kowalski-Morton, 2006).  

El reconocimiento internacional de los 

derechos sexuales se concreta en la Cuarta 

Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 

1995) en la que participaron representantes de 

189 Estados. Allí se reconoce que las 

mujeres tienen el derecho a ejercer su 

sexualidad en condiciones libres de 

discriminación, coerción y violencia y, 

respecto del aborto, asumen que aquel 

que no se realiza en condiciones 

adecuadas es un serio problema de salud 

pública y se recomienda a los Estados 

revisar la legislación punitiva en relación 

a las mujeres, como expresión de los 

derechos humanos. Así, la Convención 

para la Eliminación de todas las formas 

de Discriminación contra la Mujer 

(CEDAW) también establece el derecho 

al acceso a servicios de atención médica 

incluyendo los que se refieren a la planificación 

de la familia. 

De acuerdo a Sonia Correa (2006), estas 

orientaciones no pueden ni deben ser 

consideradas normatividad "dura y sostenible" 

como son las Convenciones Internacionales, pero 

ambos programas de acción pueden ser 

comprendidos como marcos normativos éticos 

iniciales. No obstante pese a ser textos 

consensuados por la comunidad internacional es 
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importante destacar que no fue posible en estas 

conferencias colocar los derechos sexuales como 

tales, quedando subsumidos en los reproductivos.  

Como respuesta a tal omisión, la 

Federación Internacional de Planificación de la 

Familia (IPPF) expidió en 1996 la Carta de los 

Derechos Sexuales y Reproductivos 

fundamentándose en los siguientes derechos: a la 

vida, a la libertad y a la seguridad de la persona, 

a la igualdad y a estar libres de todas las formas 

de discriminación, a la privacidad, a la libertad de 

pensamiento, a la información y educación, a 

optar por contraer matrimonio o no y a formar y 

planear una familia, a decidir tener hijos o no 

tenerlos, o cuándo tenerlos, a la atención y 

protección de la salud, a los beneficios del 

progreso científico, a la libertad de reunión y a la 

participación política, a no ser sometido a 

torturas y malos tratos (IPPF, 1996 en Carol 

Arriagada, s/f).  

Asimismo, la Asociación Mundial de 

Sexología pronunció en 1999 la Declaración 

Universal de los Derechos Sexuales de Hong 

Kong en la que precisa que “la sexualidad es 

parte integral del ser humano, y que para el pleno 

desarrollo de la persona es necesaria la 

satisfacción de necesidades básicas, como el 

contacto, la intimidad, la expresión emocional, el 

placer, la ternura y el amor” (Carol Arriagada, 

s/f). Además, esta declaración señala que la 

sexualidad se construye en la interacción entre 

los individuos y las estructuras sociales y, de esta 

manera, los derechos sexuales deben residir en 

los derechos humanos relativos a la libertad, 

dignidad, salud e igualdad. Así, los derechos que 

se contextualizaron en el marco de esta 

Declaración son:  

1. El derecho a la libertad sexual. La 

libertad sexual abarca la posibilidad de la plena 

expresión del potencial sexual de los individuos. 

Sin embargo, esto excluye toda forma de 

coerción, explotación y abuso sexual en cualquier 

tiempo y situación de la vida.  

2. El derecho a la autonomía, integridad y 

seguridad sexuales del cuerpo. Este derecho 

incluye la capacidad de tomar decisiones 

autónomas sobre la propia vida sexual dentro del 

contexto de la ética personal y social. También 

están incluidas la capacidad de control y disfrute 

de nuestros cuerpos, libres de tortura, mutilación 

y violencia de cualquier tipo 

3. El derecho a la privacidad sexual. Este 

involucra el derecho a las decisiones y conductas 

individuales realizadas en el ámbito de la 

intimidad siempre y cuando no interfieran en los 

derechos sexuales de otros.  

4. El derecho a la equidad sexual. Este 

derecho se refiere a la oposición a todas las 

formas de discriminación, independientemente 

del sexo, género, orientación sexual, edad, raza, 

clase social, religión o limitación física o 

emocional.  

5. El derecho al placer sexual. El placer 

sexual incluyendo el autoerotismo, es fuente de 

bienestar físico, psicológico, intelectual y 

espiritual.  
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6. El derecho a la expresión sexual 

emocional. La expresión sexual va más allá del 

placer erótico o los actos sexuales. Todo 

individuo tiene derecho a expresar su sexualidad 

a través de la comunicación, el contacto, la 

expresión emocional y el amor.  

7. El derecho a la libre asociación sexual. 

Significa la posibilidad de contraer o no 

matrimonio, de divorciarse y de establecer otro 

tipo de asociaciones sexuales responsables.  

8. El derecho a la toma de decisiones 

reproductivas, libres y responsables. Esto abarca 

el derecho a decidir tener o no hijos, el número y 

el espacio entre cada uno, y el derecho al acceso 

pleno a los métodos de regulación de la 

fecundidad.  

9. El derecho a información basada en el 

conocimiento científico. Este derecho implica 

que la información sexual debe generarse a través 

de la investigación científica libre y ética, así 

como el derecho a la difusión apropiada en todos 

los niveles sociales.  

10. El derecho a la educación sexual 

integral. Este es un proceso que se inicia con el 

nacimiento y dura toda la vida y que debería 

involucrar a todas las instituciones sociales.  

11. El derecho a la atención de la salud 

sexual. La atención de la salud sexual debe estar 

disponible para la prevención y el tratamiento de 

todos los problemas, preocupaciones y trastornos 

sexuales.  

Han transcurrido más de 20 años ya desde 

el primer acuerdo internacional en torno a los 

derechos sexuales y reproductivos y, sin 

embargo, pese al esfuerzo de distintos 

organismos internacionales y movimientos 

sociales, todavía permanecen como figuras de 

referencia a las que se han opuesto algunos 

países como el Vaticano y los países islámicos.  

Así podemos mencionar lo que alguna 

vez un filósofo, matemático, lógico y escritor 

británico ganador del Premio Nobel de Literatura 

señaló  “Afirmo deliberadamente que la religión 

cristiana, tal y como está organizada, ha sido y 

aún es el principal enemigo del progreso moral 

en el mundo” (Bertrand Russell). 

Pero esto no nos resulta tan preocupante 

como el hecho de que muchos de los Estados que 

han adherido a tales declaraciones, tampoco dan 

cuenta de un avance sustantivo en relación al 

reconocimiento de estos derechos. 

En definitiva, es posible concluir que pese 

a que el sustento jurídico de los derechos 

sexuales y reproductivos descansa en las 

garantías individuales, en el derecho 

internacional de los derechos humanos e incluso 

en el derecho internacional humanitario, en la 

práctica jurídicamente son pocos los Estados que 

han llevado a la práctica una legislación que 

ampare a las personas en el cumplimiento y 

defensa de tales derechos.  

Particularmente en nuestro país, 

observamos que actualmente en la legislación 

chilena no existe un cuerpo legal que trate de los 

derechos reproductivos, ni siquiera un concepto 

jurídico adecuado sobre ellos y, menos aún, 

contamos con políticas públicas que aborden los 

derechos relativos al ejercicio de una sexualidad 

integral. Esto ha repercutido especialmente en el 

proceso de toma de decisiones de las mujeres 

chilenas respecto a su sexualidad y reproducción, 

pues como es bien sabido, nuestra legislación 

impone importantes restricciones frente al 

ejercicio real del derecho a la autonomía, 

integridad y seguridad sexuales del cuerpo.  

El estudio de Enrique Donoso S. y Jorge 

Carvajal C., titulado “El cambio del perfil 

epidemiológico de la mortalidad materna en 

Chile” nos muestra que en el país durante el 

período 2000-2009, no se logró reducir la 

tendencia  de  la   mortalidad  materna.   Esto  se   
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debe  al  cambio  del  perfil  epidemiológico  y 

demográfico de la población obstétrica chilena, 

caracterizado por una natalidad general sin 

cambios, por el aumento significativo de los 

nacimientos en mujeres de 40 o más años y del 

aumento de las muertes maternas por 

enfermedades concurrentes.  

Por otro lado, 31,8% de los nacimientos 

proviene de población obstétrica de alto riesgo 

materno y perinatal (adolescentes y mujeres >35 

años), que en conjunto contribuyeron con el 

45,5% de las muertes maternas del período, 

sugiriendo una mala estrategia nacional de 

control de la fecundidad. El aborto fue la tercera 

causa de muerte materna en el período 2000-

2009. La distribución por rangos de edad materna 

de la natalidad mostró que 15,9% correspondió a 

menores de 20 años,   

Según cifras del Ministerio de Salud en el 

año 2008, hubo 248.366 nacidos vivos y 33.428 

egresos por aborto, de los cuales 11.070 (33,1%) 

fueron calificados como "no especificados", que 

muy posiblemente correspondan a abortos 

inducidos cifra muy inferior a los 160.000 

abortos inducidos anuales estimados para Chile. 

La violencia que sufren día a día miles de 

mujeres en Chile se presenta frente a los ojos de 

instituciones políticas, de salud y sociales, no 

existiendo una respuesta o reacción frente a ello. 

De estos actos violentos resultan mujeres 

deterioradas psicológicamente, dañadas 

físicamente, resultando niñas menores de 14 años 

embarazadas y muertas -al termino del mes de 

noviembre de 2014 han habido 39 femicidios -. Y 

aún con resultados tan tristes no existe en Chile 

una legislación que permita el aborto. 

Una norma impuesta por Augusto 

Pinochet en 1989, poco antes de entregar el 

poder, modificó el artículo 119 del Código 

Sanitario, que desde 1931 permitía en Chile el 

aborto terapéutico. Tras la modificación, el texto 

señala que "no podrá ejecutarse ninguna acción 

cuyo fin sea provocar el aborto".  

Estas acciones legales no solo han sido 

nefastas para la mujer en su decisión frente a la 

maternidad, sino que también la han afectado en 

los graves problemas que afectan a las lesbianas, 

ya que para muchos y muchas no son problemas 

de mujeres sino son problemas de salud porque 

para estos grupos de opiniones adversas son 

personas enfermas. 

Actualmente existe un proyecto de ley 

marco sobre Salud y Derechos Sexuales y 

Reproductivos que tiene por objeto establecer las 

bases normativas generales para que el Estado de 

Chile asuma su responsabilidad 

internacionalmente comprometida en relación a 

la salud y los derechos sexuales y reproductivos 

de mujeres y hombres. Sin embargo, hasta ahora 

no hay noticias.  

En Chile la Iglesia Católica, el 

conservadurismo político y las opiniones de 

censura han paralizado la discusión acerca de un 

progreso en los derechos sexuales y 

reproductivos, dejándolo como uno de los cinco 

estados en el mundo que se resiste a legislar 

respecto del aborto. 

En el contexto de los acuerdos y 

convenciones internacionales suscritos por Chile, 

el Estado debe garantizar la provisión de 

servicios en salud, educación y justicia, de modo 

que las personas puedan contar con adecuada 

protección de la salud y de los derechos sexuales 

y reproductivos mencionados. 

No cabe ninguna duda que es la mujer 

quien decide acerca de la autonomía de su 

cuerpo, es ella la que debe tener la capacidad de 

tomar decisiones acerca de su proyección en su 

vida. Se trata ya de un viejo camino de búsqueda 

de autonomía de las mujeres y, por tanto, también 

implica un cuestionamiento a los sistemas de 

dominación de género en estas materias.  

Las organizaciones y movimientos de 

mujeres en Chile siguen apareciendo como 

figuras invisibilizadas frente al importante poder 

de las iglesias y grupos políticos. No basta con 

querer que los derechos sexuales y reproductivos 

sean respetados, si ni siquiera contamos con una 

estructura legislativa mínima que nos permita dar 

posibilidades a las mujeres para pensar sus vidas 

de manera libre y autónoma. Pensamos que esta 

es una importante iniciativa que tenemos que 

asumir hombres y mujeres que luchamos por un 

Estado laico y progresista.  
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Es desde la segunda mitad del siglo XX 

que la eutanasia se ha llegado a considerar, por 

ciertos autores y corrientes de pensamiento, 

como una manifestación de la libertad humana e, 

incluso, como la demostración de autonomía del 

individuo frente al Estado, premunido el primero 

de la facultad de determinar por sí mismo cuándo 

la vida constituye o no un elemento digno de ser 

mantenido. 

Sin embargo, cabe destacar que por 

tratarse de una cuestión ligada indisolublemente a 

la existencia misma del ser humano y al 

significado de ésta, confluyen aquí no sólo 

puntos de vista jurídicos sino también médicos, 

filosóficos, morales, religiosos y hasta 

económicos, cuestión que, de alguna forma, 

explica la enorme complejidad y las dificultades 

para alcanzar soluciones que satisfagan los 

distintos intereses en juego.   

La cuestión plantea fundamentalmente un 

conflicto entre la intangibilidad de la vida 

humana como valor supremo, por una parte, y 

por la otra el derecho de autodeterminación del 

enfermo para decidir cuándo y cómo morir, con 

el   fin   de   evitar   sufrimientos   e   impedir  

 

tratamientos médicos que atenten contra su 

dignidad. 

No obstante lo anterior, lo que interesa 

fundamentalmente para nuestros propósitos es 

explorar someramente los aspectos jurídicos del 

problema. 

 

Concepto de eutanasia 

 

El término “eutanasia” es un neologismo 

formado a partir de las palabras griegas “eu” que 

significa “bueno” y thánatos  que significa 

“muerte”, por lo que etimológicamente 

significaría “muerte buena”, en el sentido de 

muerte sin sufrimiento físico. El término fue 

acuñado por el filósofo británico Francis Bacon, 

como sinónimo de “muerte digna”. Por su parte, el 

diccionario de la Real Academia de la Lengua 

define la eutanasia como una “acción u omisión 

que, para evitar sufrimientos a los pacientes 

desahuciados, acelera su muerte con su 

consentimiento o sin él”.  

Las definiciones dadas no son suficientes 

para determinar el contenido real del término y 

como se podrá vislumbrar, no resulta pacífico 

 

Eutanasia 
 

Guido Sepúlveda Yévenes 
   

      
 

“Sea cual sea la solución legislativa a que 

debamos arribar, ésta deberá dejar al albedrío 

del sufriente, su entorno o los facultativos la 

decisión acerca de poner pronto fin a una vida 

sin vida, a una actividad cerebral menguada e 

irreversiblemente dañada y a padecimientos 

constantes y severos. Aquellos que sientan que 

sus particulares concepciones filosóficas o 

religiosas se lo impiden, estarán en la más 

absoluta libertad de sufrir hasta que el proceso 

natural así lo disponga…” 
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consensuar doctrinariamente en el alcance y 

contenido de la misma, sea porque los casos que 

comprende la eutanasia no siempre tienen que 

ver con pacientes desahuciados, sea porque el 

concepto que se tenga de la vida determinará 

necesariamente el que deba tener su término.  

Diversos autores contemporáneos, 

haciendo énfasis en la eutanasia como forma de 

muerte dulce o de buena muerte, la han 

considerado como el “acto o método de causar 

una muerte sin dolor, así como de acabar con el 

sufrimiento, de quien lo utiliza como una forma 

de enfrentar la situación de personas que 

agonizan de incurables y dolorosas 

enfermedades”. 

Francis Bacon 

 

Esta postura ha sido fuertemente criticada 

por la Iglesia Católica, que ha definido a la 

eutanasia en un sentido material, es decir, 

relacionado con la conducta propiamente tal, 

como tomar control sobre la muerte y procurarla 

antes de tiempo, lo cual alude al acto de matar o a 

la omisión que significa dejar morir, respecto de 

la cual se agrega que ello significa un agradable 

final para la propia vida o la de otros, tentación 

posible frente a las múltiples alternativas que 

ofrece la ciencia en orden a mantener con vida a 

una persona, que padece graves o dolorosas 

enfermedades, y que se traduce en “adelantar” un 

resultado de muerte que con certeza sucederá. 

Del mismo modo, tampoco es pacífica la 

idea de que la finalidad sea evitar sufrimientos y 

que esto sea condición necesaria o suficiente para 

la eutanasia. Tomando esto en cuenta, quizás es 

necesario ampliar un poco más el horizonte del 

tema, y proponiendo una definición que abarque 

un concepto más comprensivo, se puede decir 

que la eutanasia, en sentido estricto, se 

caracterizaría por la adopción, por parte de un 

tercero, normalmente un facultativo médico, una 

serie de medidas dirigidas a causar, facilitar o no 

retardar la muerte de una persona aquejada de un 

mal incurable, con su consentimiento o sin él, 

para posibilitarle una muerta digna y sin 

sufrimiento físico ni psíquico. 

 

Tipos de eutanasia. 

 

Fácilmente podrá entenderse que no 

habiendo uniformidad sobre su concepto, 

tampoco lo habrá sobre los diferentes tipos de 

eutanasia y sobre la pertinencia, o no, de 

diferenciar unos de otros. Sin embargo, se 

podrían tener en cuenta criterios como la 

intención de causar la muerte, el modo en que se 

procede (por acción o por omisión) y el 

consentimiento del paciente. Podríamos 

distinguir entonces los siguientes tipos de 

eutanasia: 

 

1. Eutanasia directa. Cuando las acciones que 

se realizan sobre el enfermo tienen la 

intención de provocar su muerte. Pueden 

considerarse aquí dos subtipos de eutanasia:  

a) Eutanasia directa activa: cuando se 

ocasiona la muerte del enfermo 

administrándole sustancias letales. 

b) Eutanasia directa pasiva: cuando se 

procede por omisión; es decir, se 

suspende o no se inicia el tratamiento de 

una complicación o se suspende el uso de 

los instrumentos que permiten mantener 

con vida al enfermo. 

 

2. Eutanasia indirecta. Cuando no se tiene 

como intención acortar la vida del paciente 

sino aliviar su sufrimiento. Así, por ejemplo, 

cuando se administran ciertos analgésicos que 

no sólo contribuyen a calmar los dolores sino 
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que implican también, a manera de efecto 

secundario, una abreviación de la vida. 

 

3. Eutanasia voluntaria. Cuando el individuo 

que tiene las capacidades físicas y mentales 

para pedir que lo ayuden a morir lo ha 

pedido.  

 

4. Eutanasia no voluntaria. La que puede darse 

en dos casos:  

a) El individuo ya no posee las capacidades 

físicas y mentales para pedir que lo 

ayuden a morir pero expresó previamente 

que esa era su voluntad. 

b) El individuo que no posee las capacidades 

físicas y mentales para pedir que lo 

ayuden a morir o para oponerse, es 

sometido a la eutanasia sin saber cuál 

habría sido su voluntad. 

 

Un concepto relacionado, pero que debe 

distinguirse, es el del suicidio asistido. En este 

caso, es el paciente mismo el que pone fin a su 

vida de manera voluntaria y activa, pero lo hace 

con los medios o información sobre los 

procedimientos que alguien más le ha 

proporcionado intencionalmente.  
 

El tratamiento legal en Chile 

 

Existe una tónica común respecto a la 

mayor parte de los países latinoamericanos sobre 

el tema de la eutanasia, y esto es que sus 

respectivas legislaciones no se han hecho cargo 

del problema en forma general. Esto significa que 

la muerte de un enfermo incurable, causada 

intencionalmente por un tercero, satisface la 

descripción típica de una conducta homicida, ya 

que la protección de la vida humana es 

independiente de la calidad o duración de la 

misma.  

No obstante lo anterior, esto se predica 

fundamentalmente del concepto de eutanasia 

activa.  Una cuestión distinta es si el móvil de 

liberar al paciente del grave sufrimiento 

provocado por una enfermedad o dolencia, 

pudiera ser tenido en cuenta para atenuar la pena, 

pero la verdad es que nuestra legislación no deja 

lugar real para ello. 

 
Pixabay 

La cuestión se torna más dudosa en lo que 

atañe a la eutanasia indirecta, porque aparte de 

las dificultades para establecer la relación de 

causalidad entre la administración del fármaco y 

la ocurrencia de la muerte, dada la condición 

terminal del enfermo, parece razonable sostener 

que los potenciales efectos de abreviar la vida 

que deriven del uso de drogas con fines 

terapéuticos, son consustanciales al empleo de 

todo tipo de fármacos, y con ello, del ejercicio 

mismo de la Medicina – una actividad 

completamente lícita -, por lo que deberían 

quedar fuera del Derecho Penal.   

Pero aún si se estimase que la conducta 

médica es penalmente relevante, difícilmente 

podría afirmarse la existencia de dolo, ni siquiera 

eventual, por la falta de conocimiento acabado 

por parte de los médicos, en general, del grado de 

toxicidad de los medicamentos que prescriben, y 

además, porque los efectos adversos de un 

determinado medicamente no son iguales en 

todas las personas.  De manera que si se descarta 

también un actuar negligente del médico, el 

hecho tendría que ser considerado como fortuito 

y quedar amparado por la eximente del art. 10 

Nº8 del Código Penal. 

En cuanto a la eutanasia pasiva, la 

doctrina nacional se inclina mayoritariamente por 

la impunidad, estimándose que en principio, esta 

forma de eutanasia es siempre impune, ya sea 

que el paciente no está en condiciones de 
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expresar su voluntad, o que, pudiendo hacerlo, 

haya consentido o no en la omisión o suspensión 

del tratamiento.   

A la misma conclusión llegan autores 

como Politoff, Matus y Ramírez, pero recalcan 

que en su opinión “(…) tal impunidad tiene su 

fundamento en la observancia de la lex artis” 

(Politoff). Al respecto es necesario destacar que 

el concepto antedicho se refiere al conjunto de 

reglas técnicas propias de una determinada 

profesión, sobre la base de los conocimientos 

actuales de la respectiva ciencia o técnica, de 

manera que son esencialmente mutables, estando 

determinada su observancia, además, por las 

condiciones concretas en que actúa el 

profesional. 

Pixabay 

 Así también lo entiende el propio gremio 

médico, al establecer en el art. 23 del Código de 

Ética Médica el principio de que todo paciente 

tiene derecho a morir dignamente y que los 

procedimientos, diagnósticos y terapéuticos 

deberán ser proporcionales al resultado que se 

espera de ellos.  

Concretamente, para el caso que nos 

ocupa aquí, el inciso 3º agrega: “Ante la 

inminencia de una muerte inevitable, es lícito que 

el médico, en conciencia, tome la decisión de no 

aplicar tratamientos que procuren únicamente 

una prolongación precaria y penosa de la 

existencia, debiendo procurar al enfermo los 

cuidados paliativos inherentes a la dignidad de 

todo ser humano, hasta el final de sus días”. 

 En nuestro ordenamiento actual, a más de 

lo citado precedentemente existe la ley 20.584, 

que “Regula los derechos y deberes que tienen 

las personas en relación con las acciones 

vinculadas a su atención en salud”, la que en el 

párrafo 6º al tratar “De la autonomía de las 

personas en su atención de salud” habla del 

consentimiento informado en cuanto a que toda 

persona tiene derecho a otorgar o denegar su 

voluntad para someterse a cualquier 

procedimiento o tratamiento vinculado a su 

atención de salud, con las limitaciones 

establecidas en el artículo 16 ( relacionadas con 

que no puede implicar, el rechazo al tratamiento, 

como objetivo, la aceleración artificial del 

proceso de muerte, así como tampoco podrá 

ponerse en riesgo la salud pública).  Agrega que 

en ningún caso el rechazo a tratamientos podrá 

tener como objetivo la aceleración artificial de la 

muerte, la realización de prácticas eutanásicas o 

el auxilio al suicidio. 

 Sin perjuicio de lo anterior, al 

informársele a una persona que su estado de 

salud es terminal, tendrá derecho a otorgar o 

denegar su voluntad para someterse a cualquier 

tratamiento que tenga como efecto prolongar 

artificialmente su vida, sin perjuicio de mantener 

las medidas de soporte ordinario, iterando que en 

ningún caso, el rechazo de tratamiento podrá 

implicar como objetivo la aceleración artificial 

del proceso de muerte. 

 Agrega que las personas que se 

encuentren en este estado tendrán derecho a vivir 

con dignidad hasta el momento de la muerte, 

teniendo, consecuencialmente, derecho a los 

cuidados paliativos que les permitan hacer más 

soportables los efectos de la enfermedad, a la 

compañía de sus familiares y personas a cuyo 

cuidado estén y a recibir, cuando lo requieran, 

asistencia espiritual.  No obstante lo señalado por 

la citada ley, agrega acto seguido que el paciente 

siempre podrá solicitar el alta voluntaria por sí o 

por el apoderado que ella haya designado o los 

parientes señalados en el artículo 42 del Código 

Civil, entre otros el cónyuge, hijos, padres, en el 

orden preferente y excluyente que se indica.  

  

Perspectivas para un debate 
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En la perspectiva de un debate legislativo, 

propuesto por un grupo de parlamentarios, por 

cierto que, cualquier y toda solución que se 

llegue a aplicar tendrá a los detractores de 

siempre, los dueños de la verdad, mismos que se 

sienten con el derecho de imponernos o guiarnos 

en la toma de decisiones de toda índole, 

reprimiendo de esta forma la genuina voluntad de 

quien se encuentra sufriendo de una enfermedad 

incurable, que tiene una sobrevida que no permite 

la más mínima dignidad del doliente ni, por 

cierto, de su entorno cercano.   

Aquellos mismos que tienden a pontificar 

ignoran, o quieren hacerlo, el hecho ineludible de 

que nuestro Estado, al menos conceptualmente, 

es laico o debe propender a ello; es tolerante, o 

debe propender a ello; es inclusivo, o debe 

propender a ello, y pretenden que todos debemos 

ser guiados por las normas que nos vienen 

impuestas por sus propias convicciones.  

Sea cual sea la solución legislativa a que 

debamos arribar, ésta deberá dejar al albedrío del 

sufriente, su entorno o a los facultativos la 

decisión acerca de poner pronto fin a una vida sin 

vida,  a  una  actividad  cerebral   menguada  e 

irreversiblemente  dañada  y   a   padecimientos  

 

constantes y severos. Aquellos que sientan que 

sus particulares concepciones filosóficas o 

religiosas se lo impiden estarán en la más 

absoluta libertad de sufrir hasta que el proceso 

natural así lo disponga y no usar las herramientas 

que la ley haya de poner en sus manos. 

En lo personal, siendo fervoroso defensor 

de la libre determinación, siendo mayor de edad 

y un adulto responsable, tengo la más absoluta 

convicción de que merezco tener la libertad de 

tomar las decisiones que mejor entienda 

razonadas con miras a la plenitud.   

Si unimos ello al pensamiento o idea de 

que la muerte no es sino el término de las 

funciones vitales, que es un hecho cierto y 

determinado que sabemos que ocurrirá, mas 

ignoramos cuándo ocurrirá, nada debería impedir 

que pudiese tomar decisiones, máxime si éstas las 

tomo hoy para que tengan plena vigencia en caso 

de que el infortunio de una enfermedad 

degenerativa, irreversible, dolorosa e incurable, 

llegue a invadir la buena vida que hasta hoy he 

llevado.  

Así las cosas, cabe preguntarse: Si he 

tenido una buena vida,  ¿por qué no he de tener 

también una buena muerte? 

Educación Pública 

Nuestra. De todos. 

Para construir una idea de país y de comunidad 

 

 
 

        Una contribución de Iniciativa Laicista a la Reforma Educacional 
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La Reforma Educacional propuesta por la 

Presidenta Michelle Bachelet, ha generado, sin 

duda, un amplio debate nacional. Esta discusión 

se expresa en dos grandes posiciones; están los 

que apoyan la reforma y los que rechazan la 

reforma, y en esta lógica los argumentos de una u 

otra posición se cruzan y expresan en los diversos 

medios de comunicación, generando estos 

últimos una “supuesta” realidad de los pro y 

contra de esta reforma. 

Señalo lo de una “supuesta” realidad, 

porque bien sabemos que la gran mayoría de los 

medios de comunicación son controlados por los 

grandes grupos económicos del país, y en 

consecuencia estos no hacen otra cosa que 

expresar las opiniones e intereses de estos 

grupos. 

¿Pero, es esta la discusión verdadera? 

Sostengo que estamos discutiendo sobre lo 

manifiesto, lo externo y no el tema de fondo, 

¿Cuál es el tema de fondo? 

En las líneas siguientes  intentare 

demostrar que el tema de fondo que debemos 

interrogar  es  la  relación  dialéctica  que  existe  

 

entre sistema educativo y modelo de desarrollo. 

Y digo dialéctica porque es una relación de 

mutua influencia, lo que sucede en el sistema 

educativo termina impactando en el sistema 

productivo y las transformaciones del sistema 

productivo impactan en el sistema educacional.  

 

Modelo de Desarrollo y Sistema Educacional 

 

El sistema productivo y el sistema 

educacional, no son dos líneas paralelas que no 

se juntan, no son dos sistemas autónomos uno del 

otro, no son dos mundos apartes; entre ambos 

existe una relación muy estrecha. 

Señalado lo anterior, la interrogación al 

actual modelo de educación, debe ser también 

una interrogación al actual modelo de desarrollo 

del país. Si la propuesta es una reforma al sistema 

educacional, existe la posibilidad de dos 

respuestas. 

Si la propuesta es una reforma al sistema 

educacional, existe la posibilidad de dos 

respuestas. 

 

Educación. El debate ausente 
 

Omar Williams López 

        

      

 

“El sistema productivo y el sistema educacional, 

no son dos líneas paralelas que no se juntan, no 

son dos sistemas autónomos uno del otro, no son 

dos mundos apartes; entre ambos existe una 

relación muy estrecha. Señalado lo anterior, la 

interrogación al actual modelo de educación, 

debe ser también una interrogación al actual 

modelo de desarrollo del país”. 
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Una primera respuesta es que es necesaria 

una reforma educacional porque el sistema 

productivo del país así lo requiere. La segunda 

respuesta es que, dado que el modelo de 

desarrollo del país es altamente dependiente de 

las exportaciones de cobre, es importante iniciar 

un proceso de trasformación del sistema 

productivo, comenzando por una reforma al 

sistema educacional. 

En términos tradicionales se reconocen 

dos grandes modelos de desarrollo, el 

denominado Modelo de Desarrollo hacia 

Adentro y el Modelo de Desarrollo hacia Fuera, 

cada uno con sus respectivas variantes. 

El denominado Modelo de Desarrollo 

hacia Adentro, implica desarrollar las 

capacidades productivas del país en función de 

las necesidades y requerimientos de su población, 

busca el despliegue de las capacidades que posee 

el país a partir de sus propios recursos y capital. 

En este modelo los procesos de industrialización  

son una de sus características; por esta vía se 

busca generar empleo, brindarle  a los 

consumidores productos nacionales, etc. Un 

ejemplo de este modelo en nuestro continente es 

Bolivia, país que ha crecido a un 6,6 % de 

promedio en los últimos 10 años. 

El llamado Modelo de Desarrollo hacia 

Afuera, es una economía abierta a la inversión 

extranjera, la cual interviene en aquellas áreas 

que le otorgan ventajas comparativas y los 

principales destinatarios de sus productos están 

en los mercados internacionales. 

Cada uno de estos modelos requiere de un 

sistema educacional que le pueda proveer del 

Capital Humano que necesitan.  

 

La Reforma de Alessandri y Aguirre Cerda 

 

Al revisar la historia económica del país y 

la implementación de determinados modelos de 

desarrollo, podemos a lo menos, identificar tres 

grandes transformaciones educacionales que se 

han implementado en el país. 

Una de las primeras y grandes reformas 

educativas, fue la realizada por el Presidente 

Arturo Alessandri Palma, quien el año 1920 logra 

establecer la ley de Educación Primaria 

Obligatoria para todos los niños de Chile. Con 

esta medida se pretendía reducir drásticamente el 

analfabetismo del país, educar a los trabajadores 

y para ello se profundiza la creación de las 

Escuelas de Artes y Oficios, siendo las más 

insigne la Escuela de Minas de Copiapó y 

posteriormente las Escuelas Industriales de 

Concepción, Temuco y Valdivia, experiencias 

que serán posteriormente replicadas en las 

principales ciudades del país.   

 
Escuela de Minas de Copiapó. 
 

Estas acciones serán reforzadas años más 

tardes por el  Presidente Pedro Aguirre Cerda, 

cuyo lema de Gobierno es “Gobernar es Educar”. 

Bajo su mandato se impulsa la creación de 

establecimientos educacionales a lo largo del país 

y por esta vía se quería combatir la pobreza 

existente. A lo anterior se suma el esfuerzo de 

dotar a los estudiantes de almuerzo en los 

colegios y la entrega de útiles escolares. 

En el caso particular del Presidente Pedro 

Aguirre Cerda, hay una definición de un modelo 

de desarrollo hacia adentro, voluntad 

manifestada en creación de la Corporación de 

Fomento a la Producción cuya misión es 

impulsar la actividad económica productiva del 

país. 

En este gobierno es evidente que las 

reformas al sistema productivo nacional 

requieren de un sistema educacional que no sólo 

otorgue mano de obra calificada, también de 

ciudadanos que ven en la educación una forma de 

mejorar su calidad de vida y de movilidad social. 

La reforma al sistema productivo provoca la 
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decisión política de acabar con el analfabetismo y 

con la pobreza, la industrialización del país 

demanda obreros y técnicos, letrados y 

calificados.  

 

Las Reformas de Frei Montalva 

 

Una segunda experiencia nacional es la 

reforma educacional impulsada por el Gobierno 

de Eduardo Frei Montalva, la cual se adscribe al 

modelo de desarrollo denominado hacia adentro 

o desarrollista. El gran esfuerzo del Gobierno de 

Frei-Montalva, es la reforma agraria, la que 

contemplaba la sindicalización campesina, a lo 

anterior se suma la denominada  chilenización 

del cobre. 

El analfabetismo, asociado a la 

precariedad de las condiciones de vida y total 

ausencia de movilidad social, en los años 60 del 

siglo XX, se concentran en la zona campesina del 

país. La reforma agraria busca en primer lugar la 

expropiación  de extensas zonas de tierras 

cultivables que se  encuentran improductivas y 

son traspasadas a los campesinos, cuya 

responsabilidad es hacerlas productivas y 

destinar dichos productos al mercado interno. 

 
Eduardo Frei Montalva promulga la Reforma Agraria 

 

Desde el punto de vista productivo y 

paralelo a la Reforma Agraria, la chilenización 

del cobre busca que un porcentaje significativo 

de las ventas de este metal queden en el país, 

ingresando a las arcas fiscales y en consecuencia 

dotando al Estado de mayores recursos. 

La reforma educacional impulsada por el 

Gobierno de Frei Montalva, también busca por 

esta vía, reducir la pobreza y el analfabetismo. El 

decreto 27.952 del 7 de diciembre de 1965, 

modificó el sistema educacional, asignándole los 

siguientes objetivos: 

 

1) Alcanzar un mejor y armonioso desarrollo 

de todos los aspectos de la personalidad. 

2) Capacitarlo para la vida del trabajo. 

3) Habilitarlo para que participe 

inteligentemente en el proceso de 

desarrollo cultural, social y económico 

del país. 

 

En el  período anterior a la reforma, el 

gasto público en educación creció en un 1% 

anual, entre los años 1964 y 1966 creció en un 

55%. Inversión que se expresó en la construcción 

de nuevos establecimientos educacionales, de los 

cuales casi el 50% se construyeron en zonas 

campesinas. También se observó un  aumento 

considerable de matrículas, que subió del 83% de 

los niños en edad escolar matriculados en 1964, 

al 92% en 1966. 

A lo anterior se suma la promulgación de 

la Ley que crea la Junta Nacional de Jardines 

Infantiles (JUNJI) dando con ello un impulso a la 

educación prebásica.  

Es en este periodo presidencial cuando se 

crea el Instituto Nacional de Capacitación 

Profesional (INACAP)  cuya finalidad es proveer 

al país de una fuerza laboral calificada para llevar 

adelante los planes de desarrollo país.  

El esbozo señalado en los párrafos 

anteriores, permiten sostener la idea que una 

reforma al sistema productivo como fue la 

Reforma Agraria, implica también reformas en el 

sistema educativo. Dicho de otra manera, las 

reformas al sistema educativo están en 

consonancia con los cambios en el modelo de 

desarrollo. Este modelo a su vez se ve refrendado 

por la chilenización del cobre y posteriormente 

por la nacionalización realizada por el Presidente 

Allende. 



 

Revista Iniciativa Laicista Página 17 
 
 

Como hemos señalado, someramente, el 

país desde la década de los años 20, se embarca 

en un primer momento, en un proceso de 

industrialización, y a contar de los años 60 en una 

profunda reforma agraria, todo ello bajo el 

concepto de un modelo desarrollista, este modelo 

llega a su fin con la implantación de la dictadura 

de Pinochet. 

 

Desarrollo y Educación en el Periodo 

Dictatorial. 

 

Con la llegada de Pinochet al poder, el 

país vive una drástica reforma en su modelo de 

desarrollo, pasando de un modelo desarrollista a 

un modelo hacia afuera. Bajo este prisma el país 

se abre a la importación de productos 

provenientes de otras latitudes, provocando con 

ello la quiebra de un sinnúmero de empresas 

nacionales.  

Este modelo de desarrollo, inspirado en el  

neo-liberalismo de Milton Friedman, se basa en 

la liberación de los mercados y la supuesta 

libertad para elegir. Pero este concepto de 

libertad, en su contenido está muy lejos del 

concepto levantado durante la Revolución 

Francesa, y está a  años luz de la señalada por la 

Escuela de Frankfurt, por mencionar dos 

pensamientos distintos y casi antagónicos. La 

liberación de los mercados, se tradujo en nuestro 

país en la privatización de las empresas más 

importantes del país y se da comienzo a una 

contra-reforma agraria. 

Todas estas transformaciones derivadas 

del cambio del modelo de desarrollo, derivó en 

altas tasas de cesantía, las cuales se pretenden 

ocultar  con la creación del Programa de Empleo 

Mínimo, más conocido como PEM y el POJH, 

Programa de Ocupación para Jefes de Hogar. 

Este modelo de desarrollo requería de un 

nuevo sistema educacional, cuyas expresiones 

más singulares son la caída y desvalorización de 

la carrera docente, profundas trasformaciones en 

las mallas curriculares, hasta llegar a nuestros 

días con la total ausencia de educación cívica, 

como también de los principios elementales de la 

historia de la filosofía, por nombrar algunos. Este  

modelo de desarrollo demandaba de educadores y 

educandos acríticos, sin memoria histórica y 

colectiva; concentrada sólo en su esfuerzo 

individual, sin respeto por el otro, pues el otro es 

mi adversario, no es mi colaborador. 

 
Pinochet y la Junta Militar                                              Wikimedia 

 

Esta ética de la individualidad 

exacerbada, se instaló en las aulas como eje 

estructurante, en todos los niveles de la 

educación y desde este aprendizaje se 

estructuraron las relaciones afectivas, sociales y 

laborales. 

La destrucción de la educación pública 

también significó la atomización del profesorado, 

la vulnerabilidad del empleo se constituyó en un 

fantasma permanente, la pérdida del status social 

y los bajos sueldos tuvieron como consecuencia 

el menoscabo de su poder de presión sobre el 

sistema educativo. 

Todas estas transformaciones permitieron 

que un derecho, altamente valorado por la 

sociedad chilena, como es la educación, terminó 

transformándose en un bien transable en el 

mercado. 

 

El Modelo de la Concertación 

 

La derrota de Pinochet y el advenimiento 

de la Concertación al poder, no significó ningún 

cambio en el modelo de desarrollo y tampoco en 

el sistema educacional chileno, más bien 

asistimos a su ampliación. En estos gobiernos se 

crea el copago, los préstamos con altos intereses 

para que los sectores de más bajos recursos 
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puedan acceder a la educación superior, pero  

cuyo resultado es casi un endeudamiento de por 

vida, para beneficio de la banca nacional. La 

mercantilización de la educación se profundizó. 

La libertad de elegir proclamada por 

Friedman y aplicada al sistema educacional, 

permitió la aparición de las  más diversas ofertas 

de centros de educación superior, asociadas a las 

más diversas carreras, algunas de las cuales, 

jamás tendrán campo ocupacional. En Chile, la 

educación quedó expuesta a la libertad de 

mercado, mientras que para la gran mayoría de 

los países la educación debe seguir siendo 

consecuencia de una acción directa del  Estado. 

La mayoría de los países comprende que 

hay un cambio de era y que la era denominada 

post industrial, se cambia a la era de la 

información. La Era de la Información, como la 

denomina Manuel Castell,  requiere de nuevas 

habilidades cognitivas, de nuevos métodos de 

enseñanza aprendizaje, de la incorporación de las 

TIC en las aulas.  

 
Patricio Aylwin, líder del gobierno de transición democrática 

 

Pero estas grandes trasformaciones no se 

observan en las salas de clases de nuestro país, 

sin embargo, nuestros educandos sí tienen acceso 

a dichas tecnologías, desarrollando casi 

espontáneamente nuevas habilidades cognitivas. 

Habilidades que muchas veces entran en 

contradicción con el educador quien sigue siendo 

formado para la era industrial. 

He aquí algunas contradicciones. 

Mientras el modelo de desarrollo es hacia afuera, 

los profesores están formados para la era 

industrial y los educandos con habilidades 

propias de la era de la información. En este 

contexto los colegios no logran responder a las 

necesidades educativas de sus alumnos y 

asistimos a la creación de las Escuelas de 

Lenguaje y posteriormente a las Agencias de 

Asistencia Técnica (ATE). Estas últimas han 

crecido exponencialmente en los últimos años.  

Sin embargo, esta enorme cantidad de 

recursos públicos transferidos a privados, no 

logran mejorar la educación chilena en todos sus 

niveles porque en este modelo educacional lo 

central no son los educandos, sino los recursos 

que se pueden obtener en nombre de ellos y que 

no necesariamente van en su beneficio. Se instaló 

la cultura del lucro en desmedro del educando, y 

son los jóvenes y niños de nuestro país quienes 

están pagando el costo con sus proyectos de vida.  

Hoy lo importante, lo relevante, lo que 

otorga status social es la capacidad de consumo. 

Pero este ideario vigente es el resultado de un 

sistema educacional. 

 

Estado, Desarrollo y Educación. 

 

El Estado Subsidiario en Chile se 

implantó con la dictadura de Pinochet, en total 

ausencia de un congreso democrático, con 

partidos políticos proscritos, con la inexistencia 

de organizaciones sindicales, sin libertad de 

prensa, etc. En esta noción el Estado queda 

capturado por el mercado y por quienes controlan 

el mercado. 

El llamado Estado Subsidiario ha sido 

aquel que juega un rol poco relevante en la 

economía nacional y en la prestación de servicios 

sociales, cuya concreción es la privatización de la 

educación, la salud, la previsión social, la 

vivienda, etc.  

La economía depende del dinamismo del 

sector privado y, en consecuencia, es necesario 

que el Estado brinde las mayores garantías para 

que este sector cumpla su rol. En esta 

concepción, el Estado sólo interviene en aquellas 
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áreas en que el sector privado no interviene y por 

esta razón se pasa de un Estado que garantiza la 

aplicación de políticas sociales universales a un 

Estado que focaliza las políticas sociales. 

Un Estado Subsidiario apoya 

decididamente un modelo de desarrollo hacia 

afuera y genera un sistema de educación 

privatizado, el que más tiene paga, 

supuestamente, por una mejor educación. Así la 

educación no integra, sino que excluye y la 

exclusión genera estancos sociales que no 

dialogan entre sí, por la simple razón que nunca 

se encuentran en ningún espacio social.   

Se entiende, alternativamente, por Estado 

Benefactor a un rol importante del Estado en la 

actividad económica, como una forma de 

garantizar el desarrollo de la economía, de una 

mayor y mejor distribución del ingreso, de 

otorgar estabilidad laboral o de impulsar 

importantes iniciativas productivas.  

En este proyecto  no se anula la acción de 

los privados en materia económica o en la 

prestación de servicios sociales, pero las 

regulaciones están claramente definidas y todos 

aceptan y reconocen el rol central de Estado. 

En esta concepción de Estado los 

principales servicios sociales están bajo su égida, 

como son la salud, la educación, la previsión 

social, etc.  

Un Estado de Bienestar (o Benefactor) 

propicia un modelo de desarrollo hacia adentro y 

genera un sistema educacional público, laico, 

gratuito e incluyente, que a su vez propicia la 

movilidad social.  

 

¿Cuál es el debate ausente?  

 

El debate ausente es la ausencia de una  

discusión profunda y franca sobre el tipo de 

Estado que queremos y necesitamos para Chile, a 

fin de que este abandone su captura por parte de 

la élite chilena y construyamos una república, 

donde la soberanía popular de verdad ejerza el 

poder constituyente y delegue su representación 

en  parlamentarios por tiempos acotados y no 

renovables. 

Un nuevo Estado, define a su vez el 

modelo de desarrollo que se implementará y esta 

también es una discusión ausente. Los casos 

como de La Polar, Cascada y ahora el 

denominado Pentagate, son expresiones que el 

modelo posee serias grietas que incluso pueden 

comprometer su existencia futura. Pero todos 

estos casos son asumidos bajo la lógica de la 

atención caso a caso, hay una resistencia a 

abordarlos  como fallas del modelo. 

 
La expresión más genuina del actual 

modelo de desarrollo y sus falencias,  es la gran 

diferencia que se observa en la distribución del 

ingreso. En base a la información proveniente de 

la CASEN 2011, el 1% más rico de Chile, gana 

3.000 veces más que el 10 % más pobre. 

La sola discusión de la reforma 

educacional no implica necesariamente un 

cambio profundo en la sociedad chilena. Para que 

esto suceda se requiere un nuevo Estado y otro 

modelo de desarrollo. 

Sin la discusión de estas tres aristas, la 

llamada reforma educacional, solo será un 

aggiornamento. Si el aggiornamento es, 

finalmente, el camino elegido, existe una alta 

probabilidad que al percibir esta decisión, la 

primera sensación de los ciudadanos sea de 

frustración, pero esta dará paso a la indignación. 

Frustración e indignación que hoy las encuestas 

no recogen por el simple hecho que no lo 

preguntan. 
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Entre los desafíos que el Estado enfrenta 

en el siglo XXI, en materias de salud pública, 

podemos enumerar aquellos que son temas 

habituales de preocupación de la prensa, como es 

el caso de las enfermedades infecciosas 

emergentes, el envejecimiento de la población y 

su asombroso incremento de peso promedio, el 

precio excesivo de ciertos productos 

farmacéuticos, la falta de médicos especialistas y 

los crecientes niveles de contaminación de las 

principales ciudades de nuestro país, sin 

pretender desarrollar un listado exhaustivo de las 

preocupaciones vigentes. 

Una segunda mirada, sin embargo, 

permite identificar un problema conceptual  

mucho más serio: la salud pública carece, hoy, de 

una identidad que le permita situarse 

políticamente, de modo propositivo, en el aparato 

estatal.  La disputa respecto al ámbito de interés 

de esta disciplina y al rol que al Estado le cabe en 

su desarrollo se ha visto afectada, en las últimas 

décadas, por el predominio casi sin contrapeso de 

la concepción neoliberal de las políticas públicas, 

inclinando la balanza hacia la concepción de la  

 

salud como un bien de consumo y el predominio 

de la lógica mercantil en su provisión.   

Parte de esta estrategia ha sido sacar del 

ámbito de la salud pública la provisión de 

cuidados sanitarios dirigidos a la recuperación de 

la salud, restringiendo su esfera de interés, en lo 

fundamental, a las campañas de promoción de 

vida saludable y prevención de la enfermedad, 

además de las responsabilidades regulatorias que 

lo son propias.    

Con esta tendencia global, en la que Chile 

ha jugado un rol de liderazgo, se ha inclinado 

definitivamente la balanza hacia la comprensión 

de la provisión de cuidados de salud como un  

negocio del cual el Estado se debe retirar, 

dejando espacio a la iniciativa de los privados, 

repitiendo el modelo subsidiario que hoy es 

denunciado en otros ámbitos de las políticas 

sociales.  

La definición de salud pública funcional a 

esta mirada, como es previsible, es aquella 

prevalente en los Estados Unidos de 

Norteamérica.  De acuerdo con la ampliamente 

citada definición entregada por el Instituto de 

 

Los desafíos en Salud Pública 
 

Rodrigo Salinas 

        

      

 

“El principal desafío es el de  

entregar un contenido político al 

concepto de salud pública que 

permita su sustentabilidad y que 

genere justicia social, interviniendo 

un sistema que en la situación actual 

se torna económicamente inviable y 

crecientemente desigual”. 
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Medicina de esa nación, en su reporte del año 

1988, la Salud Pública corresponde a “los 

esfuerzos organizados de la comunidad dirigidos 

a abordar el interés público en la salud, mediante 

la aplicación de los conocimientos científicos y 

tecnológicos para prevenir la enfermedad y 

promover la salud” (ver Institute of Medicine 

(US) Committee for the Study of the Future of 

Public Health, (1988). The future of public health 

(Vol. 88, No. 2), National Academy Press).  

Una mirada diferente viene del otro lado 

del Atlántico: en el Reino Unido y en otras 

naciones desarrolladas, signatarias del Pacto de 

Derechos Económicos y Sociales, la Salud 

Pública no se restringe sólo a las materias que 

dicen relación con la promoción de la salud y 

prevención de la enfermedad, sino que se 

extiende, asimismo, a las medidas dirigidas a 

prolongar la vida.  En palabras del organismo que 

define los estándares para la formación de 

especialistas en salud pública del Reino Unido, la 

Salud Pública corresponde a: “La ciencia y arte 

de prevenir la enfermedad, prolongar la vida y 

promover la salud, a través de los esfuerzos 

organizados de la Sociedad.”   

Esta institución reconoce que entre las 

áreas claves de interés de esta disciplina se 

encuentra la efectividad clínica y la planificación 

de los servicios de salud, al servicio de la 

recuperación de la salud de quienes lo necesitan.  

Esta mirada se alimenta de una larga tradición de 

servicios de salud públicos financiados por los 

impuestos generales y entregado por el Estado en 

su nivel hospitalario, cuyo acceso está 

determinado simplemente por la necesidad de 

atención y no por la capacidad de pago de quien 

la requiere.  En el reporte sobre los aspectos 

éticos de la salud pública, redactado por el 

Nuffield Council on Bioethic 

(www.nuffieldbioethics.org/go/ourwork/ 

publichealth/introduction 2007 - accessed 15 

December 2014),  que ejerce las funciones de 

Comisión Nacional de Bioética en ese país, la 

justificación de la existencia de un Sistema 

Nacional de Salud en Inglaterra (NHS) como 

parte integral de su sistema de salud pública es, 

esencialmente, de carácter ético.   

En primer lugar, señala el informe, un 

sistema de salud entregado a manos privadas 

incrementaría las inequidades existentes, tal 

como ha ocurrido en aquellos países donde la 

provisión de servicios está fundamentalmente en 

manos de privados.  En segundo lugar, agrega, un 

sistema de salud de estas características protege 

al ciudadano de tomar decisiones en esta materia 

que puedan resultar en su propio perjuicio, como 

pudiera ser, por ejemplo,  optar por no contratar 

seguro de salud alguno, quedando expuesto, junto 

a su familia,  a costos catastróficos que pudiesen 

derivar de enfermedad o accidente.   

 Hospital San Juan de Dios de Santiago. 

Estas dos miradas sobre la 

responsabilidad del Estado respecto a la salud de 

sus ciudadanos - que convivieron por décadas 

moldeando sistemas de salud de orientación 

opuesta en sistemas políticos afines - durante las 

décadas pasadas han sufrido tensiones en 

sentidos opuestos.   

Por una parte, el reconocimiento del 

acceso a los cuidados de la salud como un 

derecho humano, ha obligado a muchos Estados a 

tomar las medidas necesarias para asegurar un 

acceso mínimo a prestaciones sanitarias 

garantizadas.  Incluso en naciones como Estados 

Unidos de Norteamérica, que no reconocen esa 

calidad a los derechos económicos y sociales,  la 

promulgación de una ley en esa dirección por el 

Presidente Obama reconoce el reproche ético que 

recae sobre un país que, junto con tener el mayor   
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gasto en salud del orbe, cuenta con millones de 

familias que no poseen acceso a prestaciones 

sanitarias básicas por falta de aseguramiento y de 

un sistema de salud público que garantice el 

cumplimiento de estos derechos.   

Una presión en dirección opuesta, sin 

embargo, es la que genera la globalización al 

servicio de la ideología neoliberal.  La firma de 

tratados de libre comercio y la puesta en marcha 

de requisitos de armonización en materia 

comercial, ha obligado a los gobiernos a abrir 

espacios de emprendimiento en áreas 

anteriormente reservadas a la iniciativa estatal y 

al sector público a replegarse a un rol de carácter 

subsidiario (Tritter, J., Koivusalo, M., Ollila, E., 

& Dorfman, P. (2009). Globalisation, markets 

and healthcare policy: redrawing the patient as 

consumer. Routledge).   

Los llamados a restringir las acciones de 

salud pública a la promoción, prevención y 

regulación se multiplican.  En una editorial 

reciente en El Mercurio (“Atención de salud en 

centros privados”, editorial del 27 de diciembre 

de 2014, página A3), el llamado es abiertamente 

a reemplazar la atención hospitalaria estatal por 

la compra a privados, argumentando que el rol 

asegurador que le cabe al Estado está en la 

financiación de las acciones y no en la provisión 

de éstas.   

Desde esa mirada, una red pública de 

hospitales no  tiene  más  justificación que  la que 

tendría una red telefónica estatal, en la medida 

que lo que se está garantizando es un acceso 

equitativo y no la naturaleza del prestador.  Esta 

argumentación, que suena convincente, no 

considera, sin embargo, un aspecto clave en 

cualquier sistema, como es el de su 

sustentabilidad.  

Aquellos países donde la responsabilidad 

de la provisión es entregada preferentemente a 

privados con fin de lucro, el gasto creciente de 

salud llega a niveles inmanejables, que en el caso 

de Estados Unidos alcanza a cerca del 20% del 

Producto Interno Bruto.   

La investigación y desarrollo en 

tecnologías sanitarias, entregada casi en su 

totalidad a la iniciativa privada con fines de 

lucro, conjugada con la comprensión del acceso a 

las prestaciones de salud como un derecho y el 

culto al consumo que transforma al paciente en 

un cliente, pueden desbancar, de este modo, el 

presupuesto sanitario más potente. 

El principal desafío que la salud pública 

plantea al Estado, hoy, no está dado por el Ébola, 

el envejecimiento de la población,  la obesidad ni  

la Gripe Aviar.  El principal desafío es el de  

entregar un contenido político al concepto de 

salud pública que permita su sustentabilidad y 

que genere justicia social, interviniendo un 

sistema que en la situación actual se torna 

económicamente inviable y crecientemente 

desigual. 
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El afiliarse a alguna institución, en teoría, 

es una opción tan libre como dejar de pertenecer 

o ser miembro de la misma. Sin embargo, 

muchas son las razones por las cuales miles de 

chilenos siguen perteneciendo y siendo parte 

activa, sin saberlo, de la Iglesia Católica.  

Con el Bautizo, primer sacramento 

entregado por la Iglesia Católica, el recipiendario 

pasa a formar parte de la institución. De esta 

forma, es ya un miembro de la Iglesia,  y se 

considera en las estadísticas de la  institución. 

Los sacramentos posteriores solamente reafirman 

dicha pertenencia (al formular el “Credo”, que 

contiene toda la fe católica), siendo así el 

bautismo la carta de afiliación.  

La poco conocida o a veces mal entendida 

Apostasía, es un acto formal en que se renuncia y 

abandona la fe católica, normado por el derecho 

canónico. El canon 751 del Código de Derecho 

Canónico indica que Apostasía es “el rechazo 

total de la fe cristiana”. Únicamente este 

mecanismo permite dejar de pertenecer a la 

institución.  

 

 

El dejar de participar en la Iglesia, el no 

haber realizado la confirmación o la inscripción 

en los registros de “Apostasía Masiva”, 

definitivamente no son métodos válidos para la 

renuncia a la Iglesia Católica. 

Creo que la idea de abandonar la Iglesia 

Católica en masa es un acto de extrema 

comodidad y, aunque suena románticamente 

revolucionario, debe ser realizado de forma 

individual. El mismo Vicecanciller de la Iglesia 

Católica en Chile, Sr. Óscar Muñoz Toledo, me 

explicó las razones, las cuales comparto 

absolutamente: Sin una entrevista personal, no se 

puede tener certeza de las verdaderas razones por 

las cuales se desea abandonar la Institución, de la 

convicción de ella, de la seriedad de la solicitud 

o,  incluso, acerca de la auténtica identidad de la 

persona. 

 

Procedimiento 

 

Los pasos que sugiero seguir para realizar 

correctamente la  Apostasía  a la  Iglesia Católica  

 

 

Apostasía. Reflexión y experiencia personal 
 

Leandro Álvarez Vargas 
          

       
      

 

“Aun cuando respeto mucho a quienes 

optan por seguir siendo miembros 

activos y participativos de ella, insto a 

quienes no comparten sus dogmas, no 

participan  o bien rechazan su actuar 

en el mundo actual, que piensen en la 

posibilidad de realizar la Apostasía”. 
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son los siguientes: 

 Solicitar audiencia con el Canciller o 

Vicecanciller de la Iglesia, en mi caso, el Sr. 

Óscar Muñoz Toledo. El correo electrónico 

es: cancilleriasantiago@iglesia.cl. 

 Solicitar Certificado de Bautismo o copia del 

mismo. (El documento Original se obtiene en 

la Parroquia donde uno fue bautizado).  

 Asistir a la audiencia personal, donde se 

preguntará sobre las razones del alejamiento, 

cómo se dio este proceso, etc. Más que nada, 

una charla informal que, en mi caso, fue 

bastante amena y, sobre todo, muy 

respetuosa. 

 En dicha entrevista, se llena el formulario 

“Abandono de la Iglesia”, entregado por 

ellos, donde se declara formalmente el 

abandono de la Iglesia Católica. Se firma por 

ambas partes. 

 Con esto, se da por finalizada la entrevista. 

 Luego de unos días, se recibe respuesta de la 

Cancillería, donde se indica que el 

procedimiento está aprobado. En mi caso, el 

Sr. Óscar Muñoz Toledo me solicitó asistir 

nuevamente a una entrevista. 

 En dicha entrevista, se hace entrega del nuevo 

certificado de Bautismo, donde se indica que 

la persona hace abandono de la Iglesia 

católica con la fecha correspondiente. 

 Nuevamente, se da una conversación de 

cierre y termina la entrevista 

 

Efectos 

 

Los efectos que produce la Apostasía son:  

 

 Una Ruptura de los vínculos con la Iglesia 

Católica. 

 Imposibilidad de recibir sacramentos. 

 No se puede ser padrino/madrina de 

Bautismo ni de Confirmación. 

 Se queda imposibilitado, o removido, de 

ejercer algún servicio eclesiástico o servicio 

litúrgico. 

 No se puede enseñar en nombre de la Iglesia. 

 No se puede recibir exequias eclesiásticas (a 

menos de haber expresado alguna señal de 

arrepentimiento). 

Mi decisión de abandonar la Iglesia 

Católica fue tomada después de una larga y 

madura reflexión. La Institución no me 

representaba, no me sentía parte de ella, no 

compartía sus dogmas. Mis padres, de muy buena 

fe, pensaron que dicha religión me acompañaría 

para siempre, pero el acercamiento a la ciencia, la 

reflexión, la filosofía y, por qué no decirlo, el 

acercamiento a grupos librepensadores y  a 

distintas religiones de Oriente, me llevó a dudar 

sobre el modelo de divinidad propuesto por la 

Iglesia Católica.  

Aun cuando respeto mucho a quienes 

optan por seguir siendo miembros activos y 

participativos de ella, insto a quienes no 

comparten sus dogmas, no participan  o bien 

rechazan su actuar en el mundo actual, que 

piensen en la posibilidad de realizar la Apostasía.  

Por otra parte, creo que debería ser un 

acto obligatorio para todas aquellas personas que 

en algún momento fueron católicas y que ahora 

forman parte de otro credo.  

Es un acto legítimo, basado en el 

principio de libertad religiosa. Si queremos un 

estado verdaderamente laico, debemos comenzar 

por exteriorizar, de manera responsable y formal, 

nuestro verdadero credo, o ausencia de éste.   
 

 
Campaña de apostasía en España 
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Para los organismos competentes de las 

Naciones Unidas, encargados de proteger los 

Derechos Humanos, y para las organizaciones de 

la sociedad civil que existen en el mundo que 

actúan por la prevalencia de tales derechos, y, en 

general, para todos aquellos que los han invocado 

en alguna parte del mundo desde la conciencia 

del valor de la persona humana, más allá de sus 

convicciones políticas, filosóficas o religiosas 

particulares e individuales, los Derechos 

Humanos son inherentes a la condición humana. 

Ello significa que ellos son inseparables 

de la naturaleza de lo humano, y sin esos 

derechos no se puede comprender el carácter y la 

cualidad de lo humano. En virtud de ello, todos y 

cada uno de los seres humanos posee esos 

derechos, los cuales deben respetarse sin 

discriminación alguna. Se trata de derechos que 

los organismos señalados califican de 

universales, igualitarios, inalienables, 

interdependientes e indivisibles.  

Desde mucho antes de 1948, tales 

derechos habían ido construyéndose de manera 

creciente, y en las décadas recientes, se han 

producido importantes avances en la 

profundización de la trama conceptual que 

sostiene tales derechos, que no solo tienen un 

contenido ético, sino que contienen ineludibles 

comprensiones políticas y jurídicas, que la 

comunidad internacional ha ido construyendo 

con grandes avances y dramáticos retrocesos. 

De este modo, si analizamos los 

crecientes avances que los organismos 

multilaterales de la ONU, que han venido 

incrementando la visión política y jurídica de los 

derechos del ser humano, podemos tener una 

fundada convicción de que el siglo XXI podrá 

ser, en la historia humana, el siglo de los 

Derechos Humanos. 

Aún con los graves retrocesos que se 

advierten en muchas partes del mundo, que no 

dejan de golpearnos con la expresión brutal de la 

 

Desafíos de los Derechos Humanos  

en el Siglo XXI 
 

Sebastián Jans 

      
 

Planteamiento central desarrollado en la Mesa Redonda, 

efectuada por el Club Derechos Humanos el 10 de 

diciembre de 2014, en la cual participó nuestro director, 

en representación de nuestra revista, junto a Roberto 

Morales Farías, presidente de Amnistía Internacional – 

Chile, y Humberto Anderson, representante regional 

adjunto del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos. 

“…si analizamos los crecientes avances que los 

organismos multilaterales de la ONU, que han 

venido incrementando la visión política y 

jurídica de los derechos del ser humano, 

podemos tener una fundada convicción de que el 

siglo XXI podrá ser en la historia humana, el 

siglo de los Derechos Humanos”. 



 

Revista Iniciativa Laicista Página 26 
 
 

violencia, que nos impacta en el día a día, y que 

nos acongoja con los resultados tan equidistantes 

de una comprensión efectiva del valor de la vida 

humana. 

En esto último, señalo como ejemplo, la 

desaparición de los estudiantes normalistas de 

Iguala, en México; los degollamientos mediáticos 

de los rehenes, por parte del llamado Estado 

Islámico; las ablaciones de mujeres y niñas, para 

el sostenimiento de arcaicas comprensiones 

religiosas; los abusos sexuales contra niños, por 

parte de religiosos que han sido protegidos por un 

Estado de la comunidad internacional; la masacre 

de niños, en virtud de razones de guerra, por 

ejemplo en Palestina; la existencia del trabajo 

esclavo o del trabajo semi-esclavo que permite la 

producción de productos sangrientos de bajo 

costo; las consecuencias de la criminalidad y la 

corrupción; la brutal imposición de embarazos, 

para mujeres violadas, con fetos inviables o con 

peligro de muerte, a propósito de comprensiones 

supuestamente éticas sobre la vida. En fin, la lista 

sería interminable. 

En ese contexto, debemos tener presente, 

necesariamente, que aquella Declaración de 

1948, hace 66 años, felizmente ha ido siendo 

profundamente incrementada con el desarrollo de 

las convenciones que ha ido vigorizando, 

profundizando y dando nitidez a una idea 

concreta sobre lo que una mujer u hombre son, en 

virtud de tales, en cualquier sociedad, en 

cualquier comunidad humana, pero por sobre 

todo, en toda sociedad, en toda comunidad 

humana. 

 

La responsabilidad de los Estados 

 

La comunidad internacional expresada en 

la ONU, ha establecido que la promoción, 

instauración, defensa y garantización de los 

Derechos Humanos, es responsabilidad 

prioritaria de los estados. Sin embargo, 

corresponde también a las sociedades civiles 

asumir un rol sustancial frente al estado, tanto 

para exigir como para fiscalizar las acciones de 

aquel, cuando los derechos sean soslayados por 

razones superiores de algún tipo. Sin la vitalidad 

y perseverancia de múltiples organizaciones no 

gubernamentales, así como entidades específicas 

en la promoción de determinados derechos. 

 

La experiencia indica que son los Estados, 

precisamente, los que más actúan contra los 

derechos humanos. En primer lugar, actuando 

contra los derechos humanos, en virtud de 

“razones de Estado”. En ello hay una enorme 

lista de ejemplos, que se constata en muchas 

partes del mundo, donde estructuras del estado, 

gobiernos, sistemas judiciales, agentes o 

representantes oficiales y oficiosos, actúan 

directamente contra los derechos humanos.  

Hay una época reciente de América 

Latina, que creo que aún está demasiado fresca, y 

donde hay aún efectos dramáticamente dolorosos, 

sobre los resultados que la violación sistemática 

de los derechos humanos provocó (Argentina, 

Brasil, Uruguay, Chile, El Salvador, Guatemala,  

etc.). 

En segundo lugar, cuando los Estados no 

obran de acuerdo a sus responsabilidades para 

promover y proteger los derechos humanos, 

actuando con lenidad frente a aquellos que los 

están conculcando. Es gravísimo cuando los 

Estados se vuelven indiferentes frente a las 

violaciones a los DD.HH.  

Lo estamos observando de manera 

dramática en México en los años recientes, como 

resultado de la criminalidad y la corrupción. La 

desaparición forzada de personas y el exterminio 

de personas o grupo de personas se ha hecho una 

rutina, producto de la acción de los narcos y los 

políticos corruptos, los cuales han permeado y 
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subordinado a órganos del Estado, en función de 

los intereses de la criminalidad.   

Lo propio ha estado ocurriendo en otros 

países de América Latina, donde el delito ha 

tenido un alcance tan amplio, que los órganos del 

Estado son penetrados por los intereses 

criminales, neutralizando la prevención, la 

investigación y la sanción de los grupos que 

lucran con la criminalidad y que afectan los 

derechos humanos de las personas y las 

comunidades. 

Este parece ser un punto que der ser de 

máxima preocupación para los organismos 

internacionales vinculados a la protección de los 

derechos humanos, desde hoy en la realidad de 

América Latina. Cuando se ve lejano o distante la 

existencia de regímenes militares, como hace 40 

años, que se fundaban en la represión violenta y 

deshumanizada de sus “enemigos internos”; lo 

que viene hoy a estar en la agenda cotidiana de 

los DDHH son los excesos de los órganos del 

Estado, como consecuencia de la corrupción, o 

cuando esos órganos del Estado amparan o son 

indiferentes frente a la mafias o los cárteles de 

narcos, o a las prácticas criminales de aquellos 

que buscan asegurar cuotas de poder político 

dentro de los sistemas democráticos. 

Pixabay 

La agenda chilena 
 

Los grandes desafíos de la agenda chilena 

de los DDHH, creo que pasan precisamente por 

completar los importantes avances en la 

protección y garantización de los DDHH, que 

nuestra aún imperfecta democracia ha ido 

consolidando.  

Chile tiene muchos debes en la diferentes 

temas, aún que tienen que ver con el 

mejoramiento institucional de la democracia, 

pero tenemos un Estado que ha logrado expresar 

procesos democráticos estables, de reducida 

corrupción y con capacidades efectivas de 

corregir los riesgos de penetración de grupos que 

perviertan el rol de las instituciones que deben 

regir la sociedad y satisfacer sus necesidades, 

proveerle legalidad y administrar justicia. Sin 

embargo, hay cuestiones que afectan seriamente 

los DDHH. 

El primero de ello, tiene que ver con la 

desigualdad. En ese contexto, tenemos una 

sociedad que tiene enormes evidencias de 

segregación, que condenan a muchos a vivir en 

una parte de la sociedad y garantiza que otros 

vivan en la otra parte. Estas desigualdades son un 

caldo de cultivo para la existencia de diferencias 

en los derechos y que generan discriminación y 

represión excesiva cuando los grupos afectados 

se expresan dentro del sistema democrático.  

De manera especial, cabe mencionar a los 

indígenas, los pobres y a gran parte de las 

mujeres. Hay millones de personas que no tienen 

los accesos y las oportunidades que tienen los 

sectores pudientes de la sociedad. 

Existe un sistema de educación, 

consagrado en el Constitución, que sin embargo 

no cumple con el precepto allí establecido, al 

generar una educación brutalmente segregadora, 

discriminadora y que viola los derechos de los 

niños, que nacen en hogares más carenciados. La 

educación chilena efectivamente determina el 

destino social de los niños, a través de la 

formación que entrega, impidiendo las 

seguridades humanas a un espacio de 

oportunidades y derechos a partir de la entrega 

del conocimiento y la formación.  

Otro de los aspectos que afectan 

sensiblemente los DDHH en Chile, tiene que ver 

con la mujer. En ese contexto, debemos 

reconocer   que  en  nuestro  país   existe  una  
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diferencia de trato gravemente violatoria de los 

DDHH de las mujeres.  

De esta forma, es imposible hablar de una 

agenda de los DDHH en Chile, sin considerar la 

tarea que debe abordarse en cuanto a los derechos 

de la mujer.  

No solo tiene que ver con el derecho a los 

accesos y al trato igualitario, sino también como 

una visión profundamente machista y fundada en 

un tradicionalismo religioso que conculca 

gravemente los derechos a la salud de mujeres 

con embarazos traumáticos y patológicos, y 

donde se impone una visión unilateral para 

entender la reproducción humana sin considerar 

la voluntad de la mujer, en el ejercicio de su 

libertad de conciencia. 

Y está también presente en nuestra 

agenda chilena la eliminación de la tortura como 

práctica de organismos del Estado, cada vez 

menos frecuente, pero no extinguida. Hoy día en 

la mañana, Lorena Fries, en nombre del Instituto  

Pixabay     

 
Nacional de Derechos Humanos, ha denunciado 

que aún en Chile se tortura. 

Pero de modo especial, hay un punto de 

nuestra agenda que nos parece muy importante, y 

que lo planteamos constantemente en nuestra 

revista, y es la falta de profundización de los 

contenidos y alcances de la libertad de 

conciencia, carencia que se plantea en el día a día 

en Chile, a través de conductas profundamente 

hegemónicas y en paternalismos deterministas 

que impiden el progreso legal del país, hacia la 

garantización de la igualdad de trato. 

No debemos olvidar que uno de los 

fundamentos de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos  tiene que ver con la 

igualdad, donde los derechos del hombre son 

para todos, lo cual está expresado con claridad en 

su artículo primero: “Todos los seres humanos 

nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, 

dotados como están de razón y conciencia, deben 

comportarse fraternalmente los unos con los otros”.  
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En las últimas semanas la sociedad 

uruguaya ha sido testigo de nuevos ataques a la 

laicidad por parte de la iglesia católica a través de 

su jefe, el arzobispo de Montevideo Daniel 

Sturla. El nuevo embate se debe, en esta 

oportunidad, al cuestionamiento que esta 

institución realiza a la Guía de Educación Sexual 

elaborada por el Ministerio de Desarrollo Social 

(MIDES), ejerciendo presión para que el 

CODICEN (Consejo Directivo Central) de la 

ANEP (Administración Nacional de Educación 

Pública), órgano rector de la educación inicial, 

primaria y media, no distribuyera el material de 

estudio referido, así como a reclamar la 

transferencia de recursos estatales a la educación 

privada, en particular la confesional.  

Ante ello, algunas organizaciones sociales 

defensoras de la laicidad, entre ellas la 

Asociación Uruguaya de Libre Pensadores, han 

manifestado el rechazo a esta intromisión 

indebida de un credo, por ser violatoria de los 

principios de la misma y del Estado Laico, 

consagrado en la Constitución de la República. 

Como parte de esta estrategia invasiva en 

términos de comunicación y cada vez más 

preocupante por la intromisión de la referida 

 

corporación y el intento de imponer sus criterios 

al Estado, el arzobispo Sturla responde a la 

mencionada defensa de la laicidad, en entrevista 

publicada por el diario El País el pasado 28 de 

diciembre, con la agresividad propia de quien no 

acepta la posibilidad de la existencia de múltiples 

verdades. En la misma, manifiesta que no se le 

puede negar “el derecho a la Iglesia de decir lo 

que piensa. Eso es fascismo”.  

El exabrupto esconde en forma engañosa 

la negación que la institución que representa 

tiene del concepto de laicidad. La laicidad y el 

Estado Laico, que es su expresión práctica, 

garantiza la libre expresión de todas las ideas en 

igualdad de condiciones, sin favoritismos de 

ninguna naturaleza. Imponer su doctrina como 

única verdad revelada, o expresándolo con sus 

palabras: “el anuncio liberador que es el 

encuentro con Jesucristo”, es una concepción 

autoritaria.  

Para educar en tal o cual materia, primero 

se obliga a tener fe. Estas declaraciones están en 

consonancia con las que realizara meses atrás el 

obispo de Canelones, Alberto Sanguinetti, 

respecto a la necesidad de impartir catecismo en 

la educación pública. 

 

Internacional 
 

Declaración de la Asociación Uruguaya  

de Libre-Pensadores 
 

Montevideo, 06 de enero de 2015 
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Cardenal Sturla 

 

Tras la apariencia de un sacerdote 

renovador de la iglesia católica, que se comunica 

con lenguaje llano, hay un actor político que 

pretende avasallar las instituciones republicanas 

y laicas. Es el mismo que el 19 de junio (2014) le 

tomó juramento a la bandera nacional en la 

catedral metropolitana, a alumnos de 

instituciones católicas, contraviniendo la 

normativa vigente (art. 28 de la ley 9.948), que 

señala que el mismo debe realizarse en centros 

educativos y por el personal autorizado – público 

o privado, según sea el caso -, delante de la 

bandera del Estado Vaticano y culminando la 

ceremonia, con la expresión dogmática del 

director de una de las instituciones educativas: 

“¡Qué Dios los bendiga! Amén.”  

Es el mismo, que en una entrevista en el 

periódico “La Diaria” (11 de agosto), señaló que 

la merma de fieles a la iglesia católica, se debe a 

“un balde de laicidad” que tiene la sociedad 

uruguaya. Es el mismo, que propuso la creación 

de una oficina estatal “de asuntos religiosos”, 

para ejercer “control” sobre los diferentes credos. 

Como actor político, se reunió el pasado 

30 de diciembre, a su solicitud, según manifestó a 

la prensa con el Dr. Tabaré Vázquez, 

recientemente electo Presidente de la República, 

calificando el encuentro como “cordial y bueno”.  

Señaló que dialogaron sobre la Guía de 

Educación Sexual, agregando que en la charla 

expresó: “me gustaría también explorar lo que 

puede ser la colaboración en el tema educación 

entre la Iglesia y el Estado”. En particular, 

resaltó el rol que podrían representar los liceos 

Jubilar o Impulso en esa “colaboración”. 

Ante estos nuevos atropellos a la Laicidad 

y el Estado Laico, la Asociación Uruguaya de 

Librepensadores declara: 

1. Reivindicar al Estado Laico, como 

única garantía de la libertad de expresión, en el 

que todas las voces se manifiestan en igualdad de 

condiciones, sin favoritismos hacia una visión del 

mundo en particular. 

2. Rechazar por agraviantes y 

demostrativas de una profunda intolerancia, las 

declaraciones del arzobispo Sturla - 

recientemente nombrado cardenal -, 

tergiversando las virtudes del Estado Laico, y 

asimilándolas con las de un Estado autoritario, 

seguramente trayendo a su memoria los tiempos 

no tan lejanos en los que su iglesia – como parte 

del Estado - mandaba al suplicio a todos aquellos 

que se apartaran de su verdad revelada. El paso 

del tiempo sin embargo, no la ha alejado de sus 

prejuicios y persecuciones a personas por razones 

de conciencia, de ideas políticas, de género, o de 

opciones sexuales. 

3. Rechazar todo intento por invadir las 

instituciones del Estado, sea por vías directas, 

como la creación de una oficina estatal de 

“asuntos religiosos” en la órbita del Poder 

Ejecutivo reclamada por Sturla, o la 

representación de algunas concepciones 

religiosas por parte de algunos diputados electos 

para la siguiente legislatura, invocando una 

“predestinación divina”, apartándose de esa 

forma de la idea de representación de todos los 

ciudadanos; así como por indirectas, hacien-do 

lobby y ejerciendo presión sobre las autoridades 

estatales, que por su naturaleza representan a toda 

la sociedad. 

4. Rechazar la financiación estatal de la 

educación privada, sea por vía indirecta como 

sucede ahora con el beneficio impositivo que 

reciben las empresas que realizan “donaciones” a 

los liceos católicos Jubilar, Impulso y 

Providencia, o con el subsidio directo que 

promueve tanto la iglesia católica uruguaya y 

algunos actores de la escena política, con 

recursos que son de toda la sociedad. 
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La misma supondría, asimismo, la injusta 

y escandalosa transferencia de recursos del 

Estado uruguayo al Estado Vaticano. 

5. Reivindicar la deliberación ciudadana 

como el único espacio aceptable en una 

democracia republicana y laica, que persigue la 

búsqueda del bien común, y rechazar 

enfáticamente todo intento de negociación de 

espacios de poder a puertas cerradas y a espaldas 

de los ciudadanos, que son los verdaderos 

depositarios de la soberanía. 

6. Llamar a los ciudadanos que más allá 

de las fronteras político-partidarias, se sienten 

comprometidos con los valores y principios de la 

laicidad, a defender el Estado Laico dentro de sus 

estructuras partidarias. 

7. Manifestar su preocupación por la 

propuestas privatizadoras de la enseñanza y 

violatorias de la laicidad expresadas por diversos 

actores políticos de todos los partidos con 

representación parlamentaria en la presente 

legislatura, algunas de las cuales se ex-presaban 

en los programas de gobierno propuestos a la 

ciudadanía, o el caso del Dr. Tabaré Vázquez –

presidente electo - que propuso un sistema 

educativo basado en la distribución de 

“vouchers” para los educandos, apartándose así, 

del programa de su partido (el Frente Amplio), 

aprobado por el último Congreso, máximo 

órgano partidario. De imponerse esta concepción, 

el Estado se asume como desertor y deja a los 

sectores vulnerables de la sociedad bajo la 

formación de los valores del dogmatismo. Así, la 

conciencia de los ciudadanos pasaría a ser una 

mercancía a merced de mercaderes oportunistas 

que pretenden vivir del presupuesto del Estado. 

8. Manifestar su preocupación por las 

iniciativas recientemente planteadas de crear 

colegios religiosos sólo para niñas en unos casos 

y sólo para niños en otros, lo que supondría hacer 

retroceder a la enseñanza a las arcaicas maneras 

prejuiciosas, religiosas y sexistas de enseñar, 

previas a la escuela vareliana, constituyendo hoy 

una visión anacrónica de la sociedad. 

9. Llamar a las organizaciones sociales y 

sindicales que se identifiquen con la defensa de la 

educación pública laica, gratuita y obligatoria, a 

asumir la defensa ante el feroz ataque 

privatizador y violatorio de la laicidad que en 

forma planificada están organizando las 

expresiones oscurantistas, dogmáticas y 

reaccionarias de la sociedad. 

Obispo Sanguinetti 

 

10. Llamar a todos los ciudadanos, más 

allá de las convicciones que cada quien tenga, a 

comprometerse en la defensa de la laicidad, la 

libertad de conciencia y los principios y valores 

republicanos, que son la garantía o dique para 

que ninguna corporación religiosa –la iglesia 

católica en particular- intente establecer 

condiciones de dominación hacia otros credos y a 

la sociedad en su conjunto, a través de estrategias 

engañosas de alianzas promete-doras de espacios 

de poder. La propuesta de crear una oficina 

pública de “asuntos religiosos”, no persigue otro 

propósito, más que el de, desde la posición 

privilegiada de un altar estatal, determinar cuáles 

creencias son válidas y cuáles no, rompiendo 

definitivamente con los principios de laicidad y 

el Estado Laico que nuestra Constitución 

consagra desde 1919 hasta nuestros días en su 

art. 5o: “Todos los cultos religiosos son libres en 

el Uruguay. El Estado no sostiene religión 

alguna. [...]” 

 

Consejo Nacional de la Asociación  

Uruguaya de Libres Pensadores 

 

Con la adhesión de la Asociación Civil 20 de 

Setiembre, Asociación Civil Trazos, Asociación 

Uruguaya en defensa del Pensamiento Racional, 

Sociedad de Amigos de la Educación Laica. 
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Con las maletas casi listas y la alegría en 

el corazón que siempre representa un viaje como 

éste, la escritora Diamela Eltit se apresta a dejar 

su hogar en Santiago para instalarse un año en la 

Universidad de Cambridge, en Gran Bretaña, 

donde el centro de estudios le ofreció el honor de 

encabezar la Cátedra Simón Bolívar, que han 

ocupado escritores como Octavio Paz, Carlos 

Fuentes y Vargas Llosa y que por primera ejerce 

una mujer. 

Esta posición le ha permitido gestionar 

charlas en otros países europeos y una editorial 

española trabaja en la reedición de varios de su 

obra. 

Clara y crítica en sus apreciaciones, en 

especial sobre el rol de la mujer, Diamela Eltit 

respondió a diversos tópicos filosóficos, éticos y 

de la relación de hombres y mujeres en sociedad, 

incluidos algunos de actualidad. 

 

Usted ha sido una disidente ética ¿cómo ha 

podido mantener una línea literaria con esas 

características? 
 

Me he mantenido centrada en la escritura 

literaria, no escribo best sellers y he persistido en 

mi línea de trabajo, no aceptando los 

estereotipos. Desde hace  veinte años que estoy 

saliendo en forma sistemática al extranjero, ya 

sea, como becada o profesora visitante en 

distintas universidades, y eso me ha abierto otros 

horizontes.  
 

Sus personajes no son convencionales, en dicho 

contexto ¿qué significa que en varias de sus 

obras recurra al cuerpo de la mujer que sufre? 
 

Me interesa todo aquello que pueda 

provocar un mejor mundo y especialmente la 

situación de la mujer marginal, de la mujer que 

sufre. El cuerpo es una construcción social y cada 

época lo ha trabajado a su manera. El cuerpo de 

la mujer inspira miedo, probablemente por la 

capacidad   de   reproducción,   se   han ensayado  

 

 

Soy feminista en el sentido que promuevo que la mujer 

tenga soberanía sobre su propia vida  

 

Diamela Eltit 

      
 

… en Chile es frecuente que si dos personas 

postulan a un puesto de trabajo con igual 

currículum real, sea contratada aquella que 

estudió en determinados colegios o 

universidades y que tenga cierta presencia 

física y estatus, es decir pesa más  el 

currículum simbólico, silencioso,  aceptado 

por el poder cultural. 

 

 

Con la gentileza de la Revista de la Gran Logia 

Femenina de Chile reproducimos esta entrevista, 

publicada en su reciente edición del segundo 

semestre de 2014 



 

Revista Iniciativa Laicista Página 33 
 
 

 

muchos discursos sobre ese cuerpo y ha sido un 

sitio muy vigilado. 

Por ejemplo, los cánones de belleza son 

una forma de represión y la intervención del 

cuerpo femenino a la que se ha llegado 

actualmente, por razones estéticas, es una forma 

de ello: la industria médica  está haciendo un 

aprovechamiento comercial del cuerpo de la 

mujer con el botox, las cirugías, los 

medicamentos para adelgazar. Se trata de crear 

cuerpos soñados y esto no es casual, el sistema 

toma como rehén el cuerpo de la mujer, a veces 

con consecuencias tan graves como la anorexia. 

La apariencia del cuerpo la produce el 

discurso del sistema y es importante que las 

mujeres nos demos cuenta que esto es una 

trampa. 

Por ejemplo, leí hace unos días en el 

diario que la Universidad Católica decidió que 

por razones de creencias, en ninguno de sus 

centros médicos distribuirá anticonceptivos, pero 

pocos días después estos mismos centros hicieron 

ofertas  de precios rebajados para intervenciones 

quirúrgicas de tipo estético. 

 

 

Usted utiliza el concepto de  “violencia 

simbólica”, ¿en qué consiste?  
 

Es un concepto creado por el sociólogo 

Pierre Bourdieu. Las prácticas de la violencia 

simbólica son parte de estrategias construidas 

socialmente en el contexto de esquemas 

asimétricos de poder, caracterizados por la 

reproducción de roles sociales como posición 

social, estatus profesional, género,  etc. Es la 

imposición arbitraria de un poder cultural, que es 

internalizado y aceptado, incluso, por aquellos a 

los que afecta. Se expresa por ejemplo, en 

el dominio masculino sobre las mujeres mediante 

la naturalización de las diferencias entre géneros.  

En lo referente al estatus social, en Chile 

es frecuente que si dos personas postulan a un 

puesto de trabajo con igual currículum real, sea 

contratada aquella que estudió en determinados 

colegios o universidades y que tenga cierta 

presencia física y estatus, es decir pesa más  el 

currículum simbólico, silencioso,  aceptado por el 

poder cultural. 

El  uso de  la  violencia  simbólica es  tan  
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grave  como el  uso de la violencia activa, porque   

produce efectos reales sobre las personas,  

llegando a determinar incluso, los límites dentro 

de los cuales es posible percibir y pensar. 
 

Si esta violencia es simbólica ¿cómo la podemos 

identificar? 
 

Para identificarla es necesario 

mantenernos con un espíritu  libre y  lúcido,  es 

un  tipo de violencia que se ejerce a través de los 

medios de comunicación, las noticias, la 

publicidad, el discurso de algunos políticos, 

cierta literatura, las letras de las canciones, con el 

fin de cambiarnos la realidad real percibida por 

otra simbólica que interesa al sistema. 
 

¿Qué es la libertad para usted? 
 

La capacidad de tener una soberanía sobre 

la propia vida. Su límite es en tanto no afecte a 

otro. Nunca seremos completamente libres 

porque el pacto social siempre ejercerá un 

control, especialmente para las mujeres; pero, 

como individuos, debemos vivir lo más 

coherentemente posible practicando esta 

soberanía. Ese tiene que ser nuestro deseo. 
 

¿Y la libertad referida a la mujer? 
 

Tal como dice Marx que la religión es el 

opio de los pueblos, pienso que el amor es el opio 

de la mujer, es muy negativo tal como lo 

promueven los sistemas, que ponen a la mujer en 

un estado de subordinación respecto del otro, que 

tiende a limitar su libertad.  

Le pone como horizontes el amor 

romántico y la maternidad, además de considerar 

que el destino del hijo depende en gran parte de 

la madre. En nuestro país la mujer ostenta  un 

modelo mariano divinizado, igual que en el resto 

de Latinoamérica. La maternidad ha sido un 

instrumento de dominación como carga cultural, 

es muy distinto ser madre en Suecia que en Chile.  

Pienso que el amor en la relación de 

pareja es encontrarse con el otro en términos más 

justos, en una construcción igualitaria, donde no 

haya anulación de ninguna de las partes. Hay que 

cambiar el dicho “es mi media naranja” por el de 

“somos una media naranja y una media 

manzana” que pueden permanecen juntas, 

comenta riendo. 
 

Diamela ¿es usted feminista? 
 

Soy feminista en el sentido que promuevo 

que la mujer tenga soberanía sobre su propia 

vida, pero no pertenezco a ningún grupo u 

organización de ese tipo.  

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Voces sobre el aborto. 
 

La presentación del libro “Voces sobre 

el aborto. Ciudadanía de las mujeres, cuerpo 

y autonomía”, se realizó el 05 de noviembre 

pasado, en el marco de la Feria Internacional 

del Libro de Santiago. 

La publicación, preparada por la 

Articulación Feminista por la Libertad de 

Decidir, con la cooperación de la Escuela de 

Salud Pública Dr. Salvador Allende, de la 

Facultad de Medicina de la Universidad de 

Chile, tiene como finalidad la difusión del 

pensamiento y los argumentos de una 

diversidad de personas de reconocida 

trayectoria del ámbito académico, social, 

institucional, partidario y feminista en Chile.  

El libro recoge la apreciación de 

quienes consideran que llegó la hora de que el 

Estado chileno sea garante de la integridad de 

las mujeres en lo referido a su libertad de 

decidir sobre sus cuerpos y sus proyectos de 

vida y su autonomía. 
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La credulidad es peligrosa.  Voltaire 

decía: “Los que os hacen creer en cosas absurdas 

pueden haceros cometer atrocidades”.  Y es 

cierto. Lo vemos a cada rato en las informaciones 

sobre acontecimientos mundiales.  Por tradición 

o por autoridad se induce a la gente a creer en 

cosas para las cuales no se cuenta con ninguna 

evidencia, y en nombre de esas creencias 

infundadas se cometen grandes actos de 

violencia. El ejemplo más reciente es lo ocurrido 

hace unos días en Francia: el atentado y la 

masacre en la revista "Charlie Hebdo". 

Hay gente escéptica. Pero tal vez no 

cuente con suficientes argumentos, con ideas 

apropiadas, con razones sólidas para hacer frente 

al fanatismo crédulo.  He aquí, entonces, tres 

libros que pueden ayudar en la formación del 

pensamiento crítico.  

Se pueden encontrar en nuestras 

principales librerías, hurgando con cierta 

dedicación en los mesones (no siempre están 

claramente a la vista)  o preguntando 

directamente a los vendedores. En estos breves 

comentarios se presenta lo medular de cada obra. 

 

50 VOCES INCRÉDULAS 
Russell Blackford y Udo Schüklenk (Editores) 

Biblioteca Buridán Ediciones de Intervención 

Cultural,  España, 2009 [427 páginas] 

 
¿Cuál es el propósito de este volumen?   

En  un  momento  de  nuestra  historia  en  que  el  

 

Reseñas para mentes escépticas 
 

Rogelio Rodríguez Muñoz 
          

       
      

 

50 VOCES INCRÉDULAS.   

Russell Blackford y Udo Schüklenk 

 

CONTRA TODOS LOS DIOSES 
A. C. Grayling 

 

EL INSTINTO DE CREER 

Jesse Bering.   
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fanatismo religioso vuelve a hacer oír sus 

rugidos, persiguiendo, amenazando y agrediendo 

a toda alternativa humanista contraria a sus 

dogmas y prejuicios, a los editores  --profesores 

de filosofía y bioética--   les parece sumamente 

necesario que también se hagan oír las Voces de 

la Razón.  Por ello han reunido en estas páginas 

los testimonios de cincuenta figuras intelectuales  

--científicos, filósofos, escritores y activistas 

políticos--  dando cuenta de las razones que 

poseen para no creer en la existencia de un Dios 

todopoderoso, omnisciente y bondadoso. 

Entre estos testimonios están los del físico 

y astrónomo Víctor Stenge, la psicóloga Susan 

Blackmore, el filósofo A.C. Grayling, el biólogo 

John Phelan, el ilusionista James Randi, el 

historiador de la ciencia Michael Shermer, el 

profesor de bioética Peter Singer, el activista pro-

derechos humanos Peter Tatchell, la escritora y 

periodista Emma Tom y el experto en ciencias 

políticas Frieder Otto Wolf. 

Se trata de mantener encendida la llama 

de la razón, lo que a ratos se torna muy difícil.  

Sobre todo cuando los creyentes claman por un 

pretendido respeto hacia las creencias religiosas.  

En verdad, al igual que las ideologías y las 

posturas políticas, los dogmas religiosos deben 

someterse sin restricciones al análisis crítico. 

Varios de los declarantes fueron creyentes 

en su niñez y adolescencia.  Y muestran en estas 

páginas diversas razones por las que perdieron la 

fe y se tornaron escépticos.  El problema del mal 

que existe en el mundo es, a juicio de ellos, uno 

de los más serios obstáculos para la creencia.  La 

existencia de un Ser omnipotente y máximamente 

bueno es lógicamente incompatible con la 

existencia del mal, el dolor y el sufrimiento en las 

tan enormes cantidades como existen en el 

mundo. 

Los creyentes responden a veces a este 

reto construyendo teodiceas, es decir, 

explicaciones teístas sobre el mal existente.  Una 

de ellas es la del libre albedrío que nos ha dado 

Dios a los seres humanos y que, por este, somos 

nosotros quienes hacemos el mal o hacemos el 

bien.  Otra teodicea es la de la formación del 

carácter humano: Dios optó por no crear un 

mundo paradisíaco para darnos la oportunidad de 

crecer, desarrollarnos y convertirnos en seres 

nobles y virtuosos. Estas explicaciones tienen sus 

puntos flacos y no faltan testimonios que lo 

hacen notar: por ejemplo, la teodicea del libre 

albedrío no puede explicar los males naturales, 

esto es, el dolor y el sufrimiento causado por los 

desastres de la naturaleza.  Y el daño y maltrato 

sufrido por los animales, ¿significa que también 

su carácter necesita formarse?  
 

 
Blackford y Schüklenk 

 

Arrinconados frente a la evidencia, los 

creyentes pueden jugar la carta del misterio: los 

horrores tienen su lógica divina, solo que como 

somos simplemente humanos no podemos 

entenderlo.  Este postulado de un plan divino 

incognoscible para la mente humana es tan 

extremado que resulta más simple postular la 

inexistencia de Dios.  El verdadero misterio, para 

los escépticos, es porqué hay tanta gente que no 

ve claramente esta obviedad. 

Otro tema que roe como ácido el tejido 

del credo religioso es la pretensión del Dios 

verdadero: ¿por qué ha de ser Yahvé el Dios 

único y genuino cuando en la historia humana se 

ha rendido culto a tantas otras divinidades? ¿Por 

qué, en la actualidad, se arrumban como dioses 

falsos Amón, Ra, Baal, Ganesha, Isis, Osiris, 

Shiva, Thor, Vishnú, Wotán, Zeus y tantos otros?  

Se puede decir, entonces, que todo el mundo es 

ateo respecto a estos últimos dioses; los 

escépticos de hoy simplemente llevan un dios de 

ventaja. 
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Los escritores señalan que hay pruebas 

convincentes de que los humanos crean a los 

dioses y no al revés.  Y las muestran en estas 

páginas. 

También señalan que el elemento 

principal para la supervivencia de las religiones 

es la inculcación  de las creencias a los niños, lo 

que consideran una forma de abuso infantil que 

no debiera permitirse, sobre todo porque quienes 

abandonan más tarde la fe tienen dificultades 

psicológicas y sociales para hacerlo, a veces muy 

dolorosas. 

Este libro se presenta como una 

contribución a una larga y honorable tradición 

humanista que, desde tiempos antiguos, critica la 

religión y la autoridad que aspira tener sobre 

nuestras vidas. 

 

 

CONTRA TODOS LOS DIOSES 
A. C. Grayling 

Editorial Ariel, Barcelona, 2011 [89 págs.] 
 

 
¡Hay autores con los cuales uno se siente 

tan identificado!  Al leerlos es como si sus libros 

los hubiese escrito uno mismo…  si uno tuviera, 

por cierto, la brillantez de la prosa, la lucidez 

argumental y la claridad y precisión del estilo 

para plasmar en el discurso escrito con tan 

notable calidad las ideas, como lo hacen quienes 

de verdad han redactado lo que admiramos. 

Así me pasa con este escritor, A. C. 

Grayling, destacado intelectual inglés, doctorado 

en Filosofía en Oxford, miembro de la Royal 

Society of Literature y de la Royal Society of 

Arts, profesor del Brikbeck College de la 

Universidad de Londres y autor de una extensa 

obra ensayística. 

Grayling comienza estas páginas con una 

pregunta atronadora: “¿Merece respeto la 

religión?” y se responde con una no menos 

atronadora respuesta: “Ha llegado la hora de 

subvertir la noción imperante de que el credo 

religioso merece respeto por sí mismo, y de que 

debería tratárselo con guantes de seda y 

protegérselo estableciendo normas, y en algunos 

casos incluso leyes, contra la crítica y la burlas” 

(pág. 23). 

Ciertamente, todo el mundo es libre de 

creer lo que quiera, siempre y cuando no intente 

imponer por la fuerza su creencia a los demás; 

pero nadie tiene derecho a reclamar privilegios 

por el hecho de ser devoto de una u otra de las 

diversas religiones que existen. 

Hay cosas que una persona escoge y otras 

que no.  La edad, la etnia, la sexualidad, las 

minusvalías, por ejemplo, no se eligen y en las 

personas éstas deben respetarse y no ser motivo 

de discriminación.  Pero en lo tocante a opciones 

individuales – credo religioso, ideología política 

o estilo de vida -  nada debe ser inmune a las 

críticas, a las ironías o a las bromas.  Puede 

aconsejarse cortesía al respecto, pero no 

intocabilidad so pena de ser acusado de 

“ofensivo”, “fóbico” o “intolerante”. 

Escritas en tono polémico y en estilo 

periodístico  - es decir, aptas para todo lector 

culto -, las páginas de esta obra denuncian los 

abusos dogmáticos que por instigación clerical 

entorpecen el funcionamiento laico de nuestras 

democracias en campos tan sensibles como la 

educación, la libertad de expresión, las leyes 

civiles, etcétera.   

Las Iglesias siguen pretendiendo 

condicionar la vida cotidiana de todos los 

individuos, pertenezcan o no a su feligresía. 

Frente a esto, Grayling precisa que debemos 

tratarlas igual como trataríamos a un partido 
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político o cualquier otra agrupación humana de 

carácter invasivo y totalitario. 

Asimismo, nuestro autor pide rechazar el 

calificativo de “ateo” para los no creyentes, por 

ser un término que pertenece al lenguaje 

religioso.  Llamarse “ateo” es, para él, como 

decirse “aduendista” porque no se cree en 

duendes, o “nohadistas” si no se cree en las 

hadas. Pero nadie se define así.  Un término que 

le parece más apropiado es el de “naturalista”, 

que “alude a alguien que asume que el universo 

es un reino natural, gobernado por las leyes de la 

naturaleza. Esto implica propiamente que no 

existe nada sobrenatural en el universo (ni hadas, 

ni duendes, ni ángeles, ni demonios, ni dioses ni 

diosas)” (pág. 39).  
 

 
Grayling 

 

En la actual disputa entre los puntos de 

vista religiosos y los que no lo son, Grayling 

toma partido por el humanismo.  Señala que 

quienes no son religiosos disponen de una 

concepción ética muy rica, resultado de una 

reflexión y no de algo asumido por convención, 

una ética cuyos principios son la base de la 

construcción de una sociedad justa, decente y 

solidaria.  “Porque eso es el humanismo: lo que 

le preocupa, insisto una vez más, es el valor de 

las cosas humanas. Su deseo de aprender del 

pasado, su exhortación al coraje en el presente, y 

su compromiso con la esperanza en el futuro, 

tienen por objeto las cosas reales, las personas 

reales, las necesidades y las posibilidades 

humanas reales, y el destino del frágil mundo 

que compartimos.  Su objeto es la vida humana; 

no requiere creer en una vida después de la 

muerte. Su objeto es este mundo; no requiere 

creer en otro mundo.  

Su capacidad de atribuir sentido al 

mundo o de fomentar la vida ética no requiere 

órdenes de divinidades, ni promesas de 

recompensas o amenazas de castigos, ni mitos ni 

rituales. Sólo requiere abrir bien los ojos, ser 

compasivo y amable, y usar la razón” (pág. 89). 

 

 

EL INSTINTO DE CREER 
Jesse Bering 

Paidós, Barcelona, 2012 [287 págs.] 

 

Ya en páginas de la Introducción, el autor 

nos dispara una idea provocadora: es posible que 

se haya estado estudiando la cuestión de Dios de 

manera equivocada. En efecto, a su juicio el 

problema de la existencia de Dios pertenece más 

bien al ámbito de la psicología que al de los 

filósofos, físicos o teólogos. 

¿Cuál es la tesis de Bering?  Comienza 

indicando que, a estas alturas del progreso del 

saber, ya no podemos creer que la especie 

humana es muy superior a las restantes especies 

animales. La teoría darwiniana de la evolución ha 

desalojado ese mito.  Sin embargo, esto no quiere 

decir que no hay diferencias biológicas entre 

nuestra especie y las demás. 

Se ha pensado, en tiempos pasados, que el 

uso de herramientas, la monogamia, el amor, el 

juego, la guerra, el lenguaje, constituían 

categorías conductuales exclusivamente 

humanas. Antropólogos, etólogos y primatólogos 

han eliminado  --después de estudios y 

experimentos con animales--  uno a uno estos 

indicadores de la lista de rasgos humanos 

posiblemente únicos. 

¿En qué somos únicos, pues?  Bering nos 

responde: en que poseemos, de forma exclusiva, 

una teoría de la mente.   

Concebimos en nosotros una mente  --

pensamientos, recuerdos, intenciones--  y, aunque 

no las vemos en los demás, inferimos mentes en 

los otros y, a partir de esto, hacemos predicciones 

sobre su conducta. 
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Esto, a juicio de nuestro autor, fue una 

gran ventaja evolutiva para nuestros antepasados. 

Escribe: “El cerebro triplicó su tamaño, nos 

volvimos bípedos (de andar fluido sobre dos 

piernas), y el cráneo, el cinturón pélvico, las 

manos y los pies se reequiparon de manera 

espectacular.  Sin duda, fue tiempo suficiente 

para que la selección natural fabricase unas 

propiedades cognitivas más o menos únicas con 

sede en el cerebro, propiedades que podrían 

explicar precisamente por qué, en la actualidad, 

nuestra especie se distingue de forma tan radical 

de las demás. Quizás la teoría de la mente se 

entiende mejor como una adaptación psicológica 

humana semejante a otros rasgos físicos de 

evolución reciente, como la pelvis, las manos y el 

cráneo especializados” (p. 44). 

 
Conceptualizamos estados mentales 

inobservables no solamente en las demás 

personas que nos rodean, sino muchas veces en 

objetos no humanos. Es decir, esta función 

cerebral que la selección natural brindó a 

nuestros antepasados y que hemos heredado hasta 

hoy es tan poderosa que, incluso, llegamos a 

aplicarla a categorías no apropiadas. ¿Quién no 

ha cubierto de improperios a su automóvil 

cuando no quiere partir? ¿O no ha dado un 

coscacho a su computador cuando se pone 

lentísimo o se queda pegado? El hecho de 

personalizar las cosas es una implicación de este 

rasgo evolutivo denominado teoría de la mente. 

Y si exageramos al atribuir estados 

mentales a cosas que no tienen mente (empujados 

por esta función cognitiva de nuestro cerebro que 

nos permite explicar y predecir las conductas de 

los demás, condición que fue tan útil para la 

sobrevivencia de nuestros antepasados), no 

tenemos más que dar un pequeño paso para 

comprender que, movidos por nuestra teoría de la 

mente, también tendemos a suponer que, fuera de 

nosotros, hay un agente sobrenatural que vigila, 

sabe y se preocupa por los fenómenos del mundo. 

“En cuanto frotamos y quitamos todas las 

baratijas teológicas y arrancamos el exótico 

plumaje intercultural de extrañas creencias 

religiosas de cualquier parte del mundo, tan 

pronto nos metemos en la piel de Dios, ¿no es, en 

realidad, solo una mente más, con emociones, 

creencias, conocimiento, entendimiento y, quizá 

por encima de todo, intenciones? ¿No están los 

teólogos desempeñando realmente el papel de 

traductores de Dios? Los libros sagrados, ¿no 

son simplemente un psicoanálisis detallado de 

Dios?  

Esta sensación extrañamente resbaladiza 

de que Dios nos creó ‘deliberadamente’ como 

individuos, ‘quiere’ que nos comportemos de 

determinada manera, ‘observa’ y ‘sabe’ acerca 

de nuestras acciones, por lo demás privadas, nos 

‘transmite’ mensajes codificados mediante 

acontecimientos naturales y ‘pretende’ reunirse 

con nosotros tras nuestra muerte, también la 

experimentaron, de una u otra forma, nuestros 

antepasados del Pleistoceno”  (pp. 54 – 55). 

Porque contamos, en nuestro bioprograma 

evolutivo, con una teoría de la mente, podemos 

comprender a los demás, discurrir sobre sus 

estados mentales y conocer que ellos nos 

observan, nos quieren, nos evalúan y nos critican.  

La teoría de la mente es, así, muy importante 

para la dinámica adecuada de las relaciones 

sociales. Pero nos impulsa también hacia 

ilusiones y creencias irracionales. 

Las creencias religiosas no vienen, 

entonces, implantadas externamente a los seres 

humanos por tradición, historia, cultura o 
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enseñanza familiar, sino que conforman un rasgo 

intrínseco de nuestra naturaleza.  Hasta los más 

escépticos y descreídos caen, a ratos, en 

preguntarse por las grandes y misteriosas 

cuestiones de la vida. 

Así, se puede no creer en Dios, pero 

suponer que la vida tiene una finalidad y un 

sentido, que existe el destino, que el universo está 

ordenado, que los sucesos naturales son una 

especie de mensaje, que hay algo más allá 

después de la muerte.  Todas estas suposiciones   

- nos dice Bering -  son producto de lo mismo: la 

evolución de nuestro sistema cognitivo (teoría de 

la mente) que nos permite desarrollar 

concepciones sobre estados mentales 

inobservables. 
 

 
Bering 

 

Tal vez la ilusión cognitiva de un Dios 

omnipresente y vigilante, que castigaba y 

premiaba conductas e intenciones, favoreció a 

nuestros antepasados, que dejaron de agredirse y 

se volvieron sociables, empáticos y 

colaborativos, desarrollaron una conducta moral 

y así sobrevivieron, por lo que sus genes se 

multiplicaron y tuvieron una larga descendencia 

que llega hasta nosotros.  Para ellos fue útil el 

instinto de creer.  Pero hoy, nos indica Bering, ya 

sabemos que nuestro sistema cognitivo natural 

nos provoca esta ilusión y que esta puede ser tan 

convincente que todavía hay algunos (muchos, en 

verdad) que se niegan a admitir que es una 

ilusión.  Esto último, agrega, significa solamente 

que la adaptación funciona especialmente bien en 

nuestro caso. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Delito mortal 
 

El 12 de diciembre pasado, un artículo 

de la BBC Mundo, reproducido por el diario 

chileno La Tercera, dio cuenta de que 

declararse ateo o rechazar cualquier religión 

oficial o dominante puede acarrear una 

condena a muerte en 13 países del mundo. 

Los países en que la apostasía o la blasfemia 

pueden ser mortales son: Somalia, Sudán, 

Mauritania, Nigeria, Afganistán, Irán, 

Maldivas, Pakistán, Malasia, Qatar, Arabia 

Saudita, Emiratos Árabes Unidos y Yemen. 

En estos países, todos de 

predominante religión musulmana, las leyes 

castigan con la muerte a aquellos que deciden 

abandonar el Islam (apostasía) o criticar la 

religión de forma considerada blasfema, 

según los datos recopilados para el último 

Informe de Libertad de Pensamiento, 

elaborado por la Unión Internacional 

Humanista y Ética (IHEU, por sus siglas en 

inglés), una organización con sede en 

Londres que aglutina a diversos grupos de 

ateos y secularistas de distintas partes del 

mundo. 

Citando un estudio de 2010 del 

estadounidense Pew Research Center, un 84% 

de los musulmanes en Egipto, un 86% en 

Jordania, un 51% en Nigeria y un 30% en 

Indonesia apoyaban en 2010 la pena de 

muerte para los apóstatas. La Sharia (ley 

islámica) asume que los hijos nacen con la 

misma religión que sus padres, por lo que los 

ateos son culpables de apostatar, un crimen 

contra Dios. 

Más allá de las penas de muerte, los 

autores del informe constatan un aumento de 

lo que llaman "campañas de odio", 

provenientes de líderes políticos, incluso jefes 

de Estado. Arabia Saudita, por ejemplo, 

aprobó en enero una ley que equiparaba el 

"ateísmo" con el "terrorismo".  
 

Todos somos Charlie                             Nous Sommes Charlie  
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Bioética laica 
Raymundo Canales De la Fuente 
Publicado en m.excelsior.com.mx 9/nov/2014 

 

 

Muchos autores han abordado el asunto de la laicidad en la bioética, y no pretendo aquí más 

que comentar algunos de los razonamientos que me parecen con impacto en nuestra sociedad. El 

concepto de laicidad no significa la negación de la existencia de una divinidad, sino la existencia de 

una sociedad organizada independientemente de alguna confesión religiosa.  

Aplicado a la bioética, el laicismo tiene como fundamento una percepción de la vida, como 

valiosa en principio, pero cuyo valor puede variar de acuerdo con las condiciones; a tal grado, que 

hay existencias tan poco dignas que no merecen ser vividas, citando el paradigmático caso reciente en 

la unión americana, de una mujer con cáncer terminal, que solicitó el suicidio asistido. A su juicio, lo 

que le quedaba de vida, no merecía ser vivida; y yo, con mi humilde experiencia familiar, social y de 

gente cercana, coincido. 

En contraposición está, en nuestra querida región latinoamericana, la bioética católica que 

remite a la idea de la sacralidad de la vida; a partir de la cual carece de importancia la calidad de la 

misma, en cuanto a su valor intrínseco; al ser la vida humana un bien otorgado por la divinidad, no es 

posible disponer de él ni siquiera por el propio individuo que pudiera estar en un inenarrable 

sufrimiento. Bajo esta óptica tampoco cabe la deliberación como método para acordar leyes o 

reglamentos; de ahí, quizá es la negativa de los bioeticistas católicos para debatir. 

Ambas posturas, son por supuesto ampliamente respetables, en primer lugar porque derivan 

de valores intrínsecos de personas concretas y en el caso del catolicismo, compartidos por millones, 

pero el Estado tiene la obligación sustantiva de velar por los derechos de todas las personas, al 

margen de identificaciones religiosas; lo que implica una muy ardua labor de encontrar valores 

comunes y apuntalarlos frente a todos y todas.  

La Declaración Universal de Bioética y Derechos Humanos de la UNESCO representa un 

interesante instrumento porque ha conseguido encontrar una escala de valores comunes en los que se 

podrían sustentar leyes y reglamentos; al margen de la religión que profese cada individuo, 

fomentando el respeto mutuo y la tolerancia. 

El panorama reciente en México, respecto de estos problemas no ha sido el de la tolerancia; la 

bioética católica, si bien es cierto no ha utilizado violencia, ha echado mano del engaño como 

estrategia, disfrazando argumentos de “científicos” cuando en el fondo son religiosos. Creo que 

deberíamos sustentar un debate de altura, partiendo de la sinceridad en cuanto a los fundamentos de 

cada persona que desee participar, e intentar encontrar el máximo beneficio para la sociedad en su 

conjunto, brindando herramientas útiles a los legisladores.  

Una de las responsabilidades principales de nuestra Comisión Nacional de Bioética, es colocar 

en la agenda pública estos tópicos para propiciar discusiones abiertas, tolerantes e incluyentes y 

abonar así al progreso científico y sanitario del país. Ojalá podamos ser testigos de hechos en ese 

sentido. 
 

DESTACADOS EN LA WEB 
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